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I 
Precepto legal ineludible impone la obligación al Fiscal 

del Tribunal Supremo, de elevar al Gobierno de S. M. en 
el comienzo del año judicial, una exposición razonada en 
que se sintetice el estado de la administración de justicia, 
manifestando, además, las instrucciones que durante el 
año anterior, haya tenido necesidad de dar á sus subordi- 
nados, con carácter general y como medio de procurar la 
debida unidad de acción del Ministerio público, asi como 
proponiendo las reformas en las Leyes, tanto sustantivas 
cdmo adjetivas, que la diaria práctica haya demostrado son 
convenientes 6 necesarias para la mejor y m8s cumplida 
realización de la justicia. 

9esde que el art. 15 de la Ley adicional á la Orgánica 
del Poder judicial, impuso este deber al cargo que yo, por 
la bondad de S. M. y á propuesta de au Gobierno, en la 
actualidad ejerzo, abogados distinguidos, sabios juriscon- 
sultos y funcionarios eminentes de la Magistratura espa- 
ñola, que en él me han precedido, ofrecieron & In conside- 



ración de los Poderes piíblicos el producto de suilustración 

y experiencia, pudiendo considerarse agotada la materia, 
especialmente en cuanto se refiere á la posible 6 conve- 
niente reforma de las Leyes, para amoldarlas al progreso 
de las Ciencias jurídicas y á las naturales variaciones que 

- en el transcurso del tiempo sufren las ideas y las costum- 
bres. 

Únase á esta consideración, la de que, apenas posesio- 
nado del cargo, he de dar cumplimiento á éste, para mí, 
siempre dificil cometido, sin la garantía de una personal 
observación en cuanto á los resultados que ofrece la diaria 
labor de los Tribunales de Justicia en el año judicial últi- 
mo, y se comprenderá con facilidad que mi trabajo ha de 
aparecer por todos conceptos deficiente. 

Por fortuna, las observaciones contenidas en las Merno- 
rias que los Fiscales de las Audiencias territoriales y pro- 
vinciales remiten á este Centro, como fruto sazonado de la 
observación y el estudio, alivian en mucha parte la abru- 
madora carga que sobre mi pesa. 

Ellas ofrecen materia para el trabajo que el precepto 
legal exige; ellas, además, ajustándose en cuanto al méto- 
do á lo dispuesto en la Circular de esta Fiscalía de 30 de 
Julio de 1895, separan y sistemáticamente tratan los ex- 
tremos á que la información ha de contraerse, y de esta 
suerte, fondo y forma se armonizan, trazando el marco 
dentro del cual ha de tener cumplimiento la prescripción 
del art. 15 de la Ley adicional á la Orgánica del Poder ju- 
dicial, que es la misión quexen estos momentos me está en- 
comendada. 

A realizarlo, pues, aspiro en la medida de mis fuerzas 
con cuidadoso aprecio de cuanto en caso igual alegaron 



mis ilustres predecesores; que, por ser tanto y tan bueno 
y versar sobre los propios temas, si por un lado despoja á 

mi modesto trabajo de los atractivos de la novedad, por el 
otro, me infunde alientos, por cuanto sé que no me ha de 
faltar guia .diligente y experimentado en el camino que 
tengo que recorrer. 

En estas condiciones, y señalado el terreno en que esta 
exposición ha de desenvolverse, que no es el de la especu- 
lación teórica, sino el de mera apreciación del resultado 
que la aplicación de las Leyes produce en la práctica, y el 
estado de la administración de justicia, entro en materia 
por el orden establecido y respetado por la costumbre, li- 
mitando mi esfuerzo á este estudio de comparación á que 
los hechos brindan, al cabo del cual tendrá V. E.'los datos 
necesarios á los fines que la disposición de la Ley se pro- 
piiso . 



l Estadística, 
< 

-"' 1 ,/ La de las caiisas despachadas y pendientes ofrece una 
nueva demostración del infat,igable celo y laboriosidad 
que tanto distinguen á los funcionarios del Ministerio pú- 
blico, porque á pesar de haber ingresado en las Fiscalías 
durante el periodo comprendido desde 1.0 de Julio de 1899 
á 30 de Junio siguiente, la suma considerable de 86.139 
causas, número que excede en 7.296 al del año 1898-99, 
y en 4.369 al del 97-98, resulta que al finalizar el mes de 
Junio último, quedaban por despachar 2.390, es decir, tan 
sólo 373 sobre las que tenían igual situación en la misma 
fecha de 1899. 

Durante el año que comprende la presente MEMORIA, las 
Fiscalías emitieron dictamen, por lo tanto, en 85.766 cau- 
sas, 6.923 más que en el anterior, clasificadas del siguiente 
modo: 23.049 se calificaron para juicio oral ante el Tribu- 
nal de derecho; 4.844 para el del ~urado; se solicitó pobre- 
seimiento libre en 19.553 y provisional en 27.380; se des- 
pacharon 8.672 para inhibición 6 incompetencia, y 2.26 8 
para su total archivo por la rebeldía de los procesados. 

Se celebraron 21.065 juicios orales ante el Tribunal de 



derecho, 6 sea 1.U9U de exceso sobre los 19.975 que se 
abrieron durante el año 1898-99, y 1.867 más que los 
19.198 de 1897-98. Los de nuestra estadfstica pueden cla- 

Ecarse, atendiendo 4 los diferentes sentidos de su termi- 
~ción, 4 saber: en 2.793 retiró el Fiscal la acusación; en 

71 el acusador privado; se extinguió la acción en 146 ca- 
sos; se dictó sentencia requerida por la acusación particu- 
lar en 62 juicios; en 4.312 se oonfori66 el procesado con la 
petición del Ministerio p6blico; se pronunciaron 8.813 sen- 
tencias condenatorias absolutamente conformes con la so- 
licitud del Fiscal, y 2.297 absolutorias con 2.571 condena- 
+.tias, disintiendo de las conclusiones fiscales definitivas, 

rojando un total de 20.954 sentencias, de las que conde 
--ron 15.818 y absolvieron las 5.136 restantes, que al- 

canzan, respecti~ , la proporción de 75,48 y 24,51 
por 100. 

El número de los juicios por jurados venia sufriendo es- 
casas alteraciones. En el año 1896-97 se celebraron 24 
más que en el anterior; durante el 1897-98 disminuyeron 
en 29, continuando el descenso en el transcurso del año 
1898-99, que hubo 19 juicios menos que en el precedente. 
Hoy toca señalar un aumento de relativa importancia, por 
que la cifra de 3.679, correspondiente al 99-900, rebasa én 
236 á los 3.443 que se consignaban en la iíltima MEMORIA. 

De los 3.679, terminaron: 276 por conformarse los pro- 
cesados con la acusación; 119 ante el Tribunal de derecho 
por modificación de conclusiones, y 610 por falta de acusa- 
ción. Se dictaron 935 veredictos de absoluta inculpabili- 
dad, con una proporción, pues, de 36,06 por 100 respecto 
de su total, y 1.657 de culpabilidad, que representan el 
63,94 por 100, dividido entre 51,92 por 100 para los 1.356 
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veredictos de culpabilidad total, y 12,02 por 100 para los 
301 que la declararon tan s610 parcialment 
nn las sentencias dictadas en virtud de lu* Yolediotoa, 

ron de : con la Fiscal, 1.416, 
u arja el 56,74 pur IUO, y 365 uaeulllurmaa oon ella por los 

?tos que siguen: 106 por la calificaci611 del delito; 
or estimar la concurrencia de circunstancias modi- 
ras; 29 por grado de ejecución, y 29 por el grado de 
ponsabilidad criminal; resultando 1.033 absolutorias 

flq7 co,ndenatorias, que hacen un total de 3.120. 
el indicado periodo, que abarca desde 1 .O de Julio de 

LUYV á 30 de Junio de 1900, emitieron 143.062 dictáme- 
nes los Funcionarios Fiscales de las Audiencias; asistieron 
á 70.703 vistas previas y á 21.992 juicios públicos, de los 
que correspondieron 1.630 á los Fiscales; 6.268 á los Te- 
nientes Fiscales; 7.813 á los Abogados Fiscales;. y 5.581 al 
personal sustituto. 

Los asuntos gubernativos or su especial 
leza son generalmente despachados personalmente por los 
Fiscales, ascendieron á 10.817, quedando pendientes 143 
el día 30 de Junio pr6ximo pasado. 

Durante el repetido año judicial, la Fiscalia del Tribu- 
na;l Supremo interpuso, en el orden criminal, 27 recurso8 
de casación que habían preparado los Fiscales de las Au. 
diencias, y 17 que previamente desestimaron los tres le- 
trados nombrados de oficio que determina la Ley. 

Se despacharon además 53 cuestiones de competencia; 
29 recursos admitidos de derecho en beneficio de los reos 
condenados á la última pena, y 41 expedientes de indulto, 
de los cuales se informaron 9 favorablemente y 39 en sen- 
tido negativo. 
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Dentro iatería criminal, se formalizaron 
r las pa ,os de casación, apoyando parcial- 
?nte la Fiscaiia J.) y 42 en totalidad; se formularon 16 
hesione nbatió la admisión de 84 recursos, y el 
ido de ;,-. 
En el orden civil, la Fiscalía interpuso un recurso de ca- 
ción; desistió de otro de queja preparado por un Fiscal; 
emitió dictamen oponiéndose á la admisión de 79 recur- 

s de las partes, y se despacharon 143 con la nota de 
«Vistosr> ; iitaron 39 competencias, y alcanzaron la 
cifra de 4 I asuntos de diversa naturaleza que ocu- 

ron la acenoion de este Centro. 



Criminalidad. ; '*S 

La estadfstica de la delincuencia, según queda notado, 
no acusa un aumento considerable en el año que acaba de 
terminar, pues si bien ha aumentado con relación 4 la del 
año anterior, no presenta un crecimiento que dé lugar tí 
grave alarma ni que induzca á creer que el nivel moral 
del Pais vaya en descenso. 

C c- Uno de los factores, acaso el principal, que ha contribui- 
do al aumento de la criminalidad, ha sido indudablemen- 
te, como hacen notar los Fiscales de las Audiencias de 
Granada, Palma, Valencia y algfin otro, el regreso á la 
Patria de muchos individuos que formaron parte de los 
Ejércitos de Cuba y Filipinas, 6 que se hallaban estable- 
'cidos en aquellos países. Y esta es una consecuencia que 
fatalmente traen las guerras, y sobre todo las de la natu- 
raleza de las que,.por desgracia, ha tenido que sostener la 
Nación Española. -. 

A los Ejércitos que peleaban en Ultramar, acudieron, 
no sólo aquellos 4 quienes la suerte designó 6 que llamó su 
deber 6 un sentimiento de patriotismo, sino también con- 



siderable niímero de individuos rebeldes 4 la ley del tra- 
bajo y 9, toda disciplina social, que, al temhm Ia vida 
aventurera en que ci6.wm esperanzas, vuelven á su 
Patria para ser elementos de perturbación muy apropia- 
dos para nutrir el contingente de cárceles y presidios; 
aparte de que, por regla general, los mismos azares y pe- 
nalidades de la campaña, endurecen el carácter y embotan 
los sentimientos de los que en ella tomaron parte, hacién- 
doles adquirir hábitos y costumbres que con facilidad con- 
ducen al delito. 

El fenómeno no es nuevo. Ya la experiencia nos habfa 
enseñado que la criminalidad tomaba incremento 4 la con- 
clusión de las guerras civiles que ensangrentaron un largo 
periodo de nuestra moderna historia. 

Pero, afortunadamente, en la presente ocasión el aumen- 
to no ha sido de tanta consideración como era de temer, 
debido sin duda á los nunca bastante encomiados servicios 
de la Guardia civil, garantia del orden y de la tranquili- 
dad de los ciudadanos honrados. 

Hay otras causas que dan origen al delito y que pueden 
también considerarse como generales, sobre las que llaman 
la atención los Fiscales de casi todas laa Audiencias, y gon 
las del abuso de las bebidas alcohólicas, y la facilidad con 
que se adquieren armas por los jóvenes, de las que hacen 
alarde y utilizan para dañar por filtiles motivos. 

Es digno de llamar la atención, é indudablemente V. E. 
la fijará, en el lamentable movimiento que progresiva- 
mente toma la criminalidad por el abuso de las bebidas 
alaohólicas. 
P 4 este propósito no puedo menos de hacer mención 

del notable trabajo que sobre este particular ha publicado 



- 16 - 
D. Manuel Jimeno Azcárate, ilustrado Teniente Pisca1 de 
la Audiencia de Oviedo, en el libro que ha escrito con el 
titulo La criminalidad en Astzcrias. En dicho trabajo, que 
es, en realidad, de indudable mérito, se describen con vi- 
vos colores las consecuencias del execrable vicio de la em- 
briaguez, que comienza por excitar y predisponer al ebrio 
á todos los excesos, y acaba por extinguir en 61 la luz de 
la razón. Contribuye á acrecentar el mal la calidad de las 
bebidas que se expenden, compuestas de ingredientes no- 
civos para la salud y que ejercen sobre la economía del 
bebedor una acción verdaderamente tóxica y destructora. 

Por lo que al uso de armas se refiere, no son de ahora 
las quejas de mis dignos subordinados. En todas las Me- 
morias que elevan los Fiscales á este Centro desde que la 
Ley les señaló tal deber, se lamentan dichos funcionarios 
de que la facilidad en la adquisición de armas da lugar á 

ciertos delitos contra las personas que de otro modo no se 
cometerían, y lo que es más de lamentar, hace que figu- 
ren en los registros penales jóvenes honrados á quienes la 
ocasión de tener á mano una mala pistola 6 un cuchillo, 

C - ha hecho cometer un delito que les ha llevado al presi- 
dio para salir de 61 con el estigma del criminal, y acaso 
convertidos en tales, porque, desdichadamente, esa suele 
ser la enseñanza que se adquiere en nuestros estableci- 
mientos penitenciarios. Urge, Excmo. Sr., é indudable- 

? - mente V. E., que tanto se preocupa en la moralisación 
' del Pafs, lo entenderá asf, que se adopten medidas que 

dificulten, ya que impedirlo en absoluto ha de ser impo- 
sible, la adquisición de armas, principalmente por los ado- 
lescentes. 

,- - Aparte de estas causas generales de la delincuencia, se. 
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,,,lan otras los Fiscales, que son circunscritas á las co- 
marcas en que han hecho la observación. En las rurales, 
y sobre todo en Extremadura v Castilla, llaman la aten- 
ción los numeroso rtos de ~ue  en rea- 
lidad no demuest. 1 en los I, pues son 
hij ginada por la a, durante 
los rierno. 

Uuizá en ello ha intervenido la extremada extensión 
que se ha dado 4 la desamortización de ites en la 
época moderna. Cuando los Municipios se hallaban en po- 
sesión de extensos bosques, se permitia la extracción or- 
denada de leñas para las necesidades de los vecinos, y en- 
tonces se registraban menos delitos de esta clase; vorque 
como en la gran mayoria se originan en la necesidad, no 

istiendc ue era la oausa, no resultaba el delito, 

c Y a tal proposito, por más que éste no sea el lugar ade- 
cuado, COY lnto que ya se ha tratado repetidamente 
por mis ilustrados antecesores, me limitaré 4 indicar que 

preciso que se reforme el Código penal en el sentido de 
e no venga á confundirse con los criminales á los res- - 

ponsables de hurtos de leñas en porción de escaso valor. 
' En los grandes centros de población, tales como Ma- 
drid, Barcelona y Valencia, influye en la criminalidad la 
falta de creencias religiosas, los estimulos que ofrecen la 
publicación y fácil lectura de obras inmorales, y el deseo 
de obtener goces materiales sin acudir al honroso trabajo. 
Asi es que abundan las estafas, las falsificaciones, los de- 
litos contra la moral, los atentados y desacatos á la Au- 
toridad, los robos, los hurtos y el imprescindible cortejo 
de homicidios 'y lesiones, 

3 
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Como en aiios anteriores, los Fiscales de la región N. O. 

señalan como causa ocasional de los delitos, especialmente 
de lesiones, las romerias que hay costumbre de celebrar 
en aquel país y la acumillación de gente J 

mercados, con motivo de los cuales se abusa ae las bet>i- 
das alcohólicas y se originan pendencias y riñas, que, por 
llevar armas los contendientes, dan como resultado las le- 

iicidio. 

L' ecesariz iión, COI te sería 
que se esumulala rt fundacluu ue instituciones que se en- 
cargaran de instruir, pToteger y dirigir á la juventud, con 
lo cual disminuiría el número de delincuentes en su bene- 
ficio y en el de la Sociedad en general. 

. Los Patronatos, los Reformatorios, las Escuelas indus 
triales y otras fundaciones de índole análoga, que tanto 
abundan en otros países, debidas en su gran mayoría á la 
inicir iividual, separarían á muchos 
nado: mino del mal y harían de el 
L---. 

+ ~ L U J  y útiles á su país, cuando hoy vau au B U  IU- 

a mayoría á engrosar las filas de la delincuencia. 
Patronato para los presos y cumplidos, es asimismo 

poderoso elemento de reforma, y medio el más apropiadc 
para evitar la reincidencia y reiteración. 

Algo se ha hecho en España, y dignos son de encomio 
y de agradecimiento los que han contribuido con sus lu- 
ces y sus afanes á la creación de los asilos de Santa Rita 
y Durán; pero es de necesidad que el desarrollo sea ma- 
yor y que por este medio, verdaderamente preventivo, se 
reste el contingente á la criminalidad. 

La instrucción, formando parte esencial de ella la ma- 
ral y religiosa, es también un medio para que la crimina- 

niños 
110s ciui 

-- 



.. . td di~minuya, y así lo proclaman los Fiscales, que son 
este particular eco fiel de la opinión. 
Jon la escuela y con la protección de los niiíos aban- 

donados y el patronato de cumplidos, V. E. lo sabe per- 
fectamente, la criminalidad descenderfa en proporciones 
á las que no puede iejor y más bien aplicado 
de los Códigos pei 



Inspección de la administración de justicia. 

r 1 
Juzgados munioipales. 

l I 

/' 

La Ley provisional sobre Organización del Poder judi- 
cial, al establecer los Juzgados municipales, reuniendo en 
una eola, jurisdicciones antes separadas, que ejercian con 
entera independencia unos de otros, los Jueces de paz en lo 
civil, y en lo criminal los Alcaldes 6 Tenientes de Alcalde, 
con intervención en los juicios de los Promotores Fiscales 6 
de los Sindioos, realizó un verdadero progreso en relación 4 
10 antes existente, digno de todo encomio, pero no exento 
de defectos é inconvenientes que la práctica de treinta 
años se ha encargado de demostrar y han dado ocasión 4 
que mis ilmtres antecesores, en MEMORIAS á ésta prece- 
dentes, hayan indicado ya insistentemente la necesidad 
de reformar la actual organización de la Justicia muni- 
cipal. 

Las atribuciones que las Leyes conceden 4 los Jueces 
municipales, tanto en materia civil como en la penal, jun- 
tamente con las que les señalan las de Matrimonio y Re. 
gistro civiles, son tan extensas y alcanzan términos tan 



rersos y heterogéneos, que bien puede .asegurarse, sin 
nor de incurrir en grave yerro, que precisan en el que 

las ejerza, condiciones excepcionales de laboriosidad y 
competencia. 

Asi lo reconoció, sin duda, el Legislador del año 1870, 
cuando en el art. 122 de la antes citada Ley provisional 
sobre Organización del Poder judicial, daba preferencia á 
los letrados para el nombramiento de Jueces municipa- 
les, si bien el haberse dispuesto por el art. 12 que en cada 
término municipal habria uno 6 más Jueces municipales, 
hubo de hacerle comprender que la cualidad de letrado 
no podia exigirse como indispensable, por el crecido nú- 
mero de Juzgados municipales que se establecfan, lle. 
gando al extremo de exigir sólo que los que fuesen nom- 
brados supieran leer y escribir, aparte de ser españoles, 
de estado seglar, mayores de veinticinco años y no tener 
causa alguna de incapacidad legal. 

Determinó también la Ley, que el nombramiento se ve- 
rificase por los Presidentes de las Audiencias, á virtud de 
propuesta en terna de los Presidentes de los Tribunales 
de Partido, hoy Jueces de instrucción y de primera ins- 
tancia; estableciendo el art. 148, que, para el mayor acierto, 
podrian los citados Presidentes pedir informes de loa pro- 
puestos, á los mismos Jueces municipales en ejercicio, á 

los de instrucción y á cualesquiera otras Autoridades óper- 
sonas que les mereciesen confianza. 

Basta, pues, conocer el ciimulo de atribuciones de los 
Jueces municipales, el hecho de que en las pequeñas po- 
blaciones forzosamente tiene que recaer el cargo en per- 
sonas de escasa 6 casi nula instrucción, que apenas saben 
leer y escribir, para no extrañar que estos organismos ju- 



tos c 

les 
. . 

:ionarioi 
ibres cr . . 

5 judici~ 
eadas i 

7 ,. . 

diciales no respondan cumplidamente, en todos los casos, 
á la misión que les está encomendada. 

Es, pues, natural que todos los Piscales, en las Memr- 
rias elevadas á este Centro, manifiesten con rara unan 
midad que en las grandes poblaciones, donde el cargo 60 

ejercido por letrados, la Justicia municipal se administi 
con regularidad, y de un modo perfecto en aquellos pul 

:n que desempeñan los Juzgados func B- 

excedentes de Ultran! costun le 
trabajo, con conocimiento exacto de sus aeberes y namto 
de juzgar, mientras aquélla resulta anormal, deficiente 6 
apasionada en las pequeñas poblaciones, en que el Juez 
municipal es de ordinario un vecino más 6 menos acomo- 
dado, de muy escasa instrucción, pero que en cambio in- 
terviene activamente en la polftica local, cuando no la di- 
rige, extremando todo posible rigor con sus contrarios, 
mientras ampara á sus amigos con una casi absoluta im- 
punidad; llegando el mal á alcanzar proporciones tales, 
que no son en escaso niímero los Jueces municipales < 
aquellas condiciones, que han sido procesados por deliti 
cometidos en el ejercicio de las funciones de sus cargon 
durante el año judicial que hoy termina. 

Laméntanse también dichos Fiscales, de las dilacioni 
que sufren las primeras diligencias en los procesos, cuando 
aquéllas se practican por Jueces municipales de pequeñas 
localidades, asf como de que rara vez deja de mostrarse 
parcial el que las instruye; razón por la cual, el Juez de 
instrucción, en la mayoría de los casos, tiene que ratificar 
todo lo actuado por el inferior, produciéndose en la ins- 
trucción sumaria1 el consiguiente retraso. 

Tomando pie de la necesidad de corregir defectos de 
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tanta monta, afirman, también unánimemente, que debe 
procederse, lo antes posible, á la reorganización de la Jus- 
ticia municipal, si bien varían notablemente en los me- 
dios que proponen para llevarla á efecto. 

Unos entienden que el cargo de Juez y Fiscal munici- 
iles deberia ser retribuido con sueldo fijo, constituyendo 
s últimas categorias de la carrera judicial, proveyén- 

dose uno herpe de aspirantes á la judica- 
tura, que cieberiz : lo suficientemente numeroso al 
efecto, y podría rct~uvit~se frecuentemente, para lo cual 
habría de reducirse mucho el número de Juzgados muni- 
cipales, formando para ello grandes circunscripciones. 

Otros, señalando también como conveniente la rediic- 
ción dcl n6mero actual de Juzgados municipales, propo- 
nen que sea condición precisa la de ser letrado para el 
desempeño del cargo, debiendo los illunicipios asignar al 

iez y Fiscal municipales pequeños sueldos, que, con los 
?rechos de arancel, permitiéranles vivir con indepen- 
mcia, siendo extensivas 4 ese cargo las incompatibilida- 
3s de los demás de la carrera judicial, al efecto de sepa- 
,rles en absoluto y por completo de la politica local, y 
irles coi :S de independencia é imparcialidad. 
-Y, finalueubtr, algunos proponen que se constituyan 

Tribunales colegiados para el ejercicio de la Justicia mn- 
nicipal, siendo diversas las formas que indican para el es- 
tablecimiento de aquéllos. 

El número muy crecido de los actiiales términos muni- 
cipales, peque50 vecindario de muchos de ellos, escasa 
ilustración de las personas que forzosamente en la mayo- 
ría de los casos han de ser nombrados para el desempeño 
del cargo, dada la cualidad de vecino que la Ley exige, 
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tuizá si el regi;it iatrimonio civiies se segregase 
os Juegados municipales, encomendándolos, como e 

iones extranjer des, podría esto facilitar 
mitación del ni 

Tal vez esa limittción podría ser mayor si el libro 3.0 
del Código penal se reformase, quedando en él iínica- 
mente como faltas, las degradaciones del delito, y de- 
jando á la Administración el castigo de las infracciones 
de carácter puramente administrativo, con lo que se ev;- 

an conflictos de orden jurisdiccional, como el tratat 
notable acierto por mi ilustre antecesor Sr. Viada, c 

su MEMORIA del pasado aEo, surgidos de la duda de si es 
6 no de la excIueiva competencia de los Alcaldes 6 de los 

iicipales el conocimiento y castigo de aquellos 
á la vez aparecen comprendidos como contra- 

vsucluueli gubernativas en las Ordenanzas municipales, 
como faltas en el Código penal; en cuyo caso los Juzg 
dos municipales podrían ser en menor niimero del actual 
y servidos todos por letrados, concediéndoles mayores 
menores ventajas de presente ó de porvenir, y  entran^, 

en la reforma el modo de hacerse los nombramientos y 
coniiiciones exigibles para ser nombrados. 

Pero sea esta 6 otra, cualquiera de las formas propues- 
tas por los Fiscales en sus Memorias 6 las que pueda adop- 
tar el elevado criterio de V. E., está fuera de toda duda 
que la actual organización de la Justicia municipal es por 
extremo defectuosa; que no están en la mayoría de los ca- 
sos bien garantidos los importantes intereses á ella con- 



fiados, y por tanto, que se hace preciso pensar seriamente 
en su reorganización y efectuarla lo antes posible. 

Cuanto queda dicho de los Jueces municipales, es de 
completa aplicación á los Fiscales, cargo en el que, si cabe, 
es mayor la conveniencia de que fuese servido por letra- 
dos, pues suprimidos los antiguos Promotores Fiscales, 
aquéllos hacen sus veces en muchas ocasiones; aparte de 
que el ejercicio de la acción pública en los juicios de fal- 
tas, exige conocimientos de derecho para desempeñarla 
debidamente. 

Motivos de carácter económico se oponen frecuente- 
mente á toda reforma que pueda gravar el Presupuesto, 
por útil y necesaria que parezca. 

Por esos mismos motivos nuestra organización judicial, 
de algunos años á esta parte, ha venido siendo constante 
blanco de reformas, que si produjeron algunas economías, 
no redundaron ciertamente en provecho del mejor servi- 
cio de la justicia; y por estas consideraciones, aun los más 
conspicuos entre nosotros, caen en el defecto de ensan- 
char y agrandar, más allá quizá de lo conveniente, insti- 
tuciones gratuitas 6 cuya retribución por lo menos no 
corra á cargo del Tesoro público, restringiendo otras de 
rec8nocida importancia y necesidad que por aquél hayan 
de ser retribuidas. Pero si se quiere llegar á una organi- 
zación perfecta dentro de las posibles facultades humanas 
y con carácter definitivo en la reforma de nuestros Tri- 
bunales, comprendiendo en ellos, como no puede menori, á 
los actuales Juzgados municipales, sin perder de vista las 
necesidades del Tesoro, fuerza es también que éstas no 
sean su 6nica base y su solo objetivo. 
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ligeras excepciones, la instrucción sumaria ta en la 
mayoría de los casos y deficiente en algnnc o lugar 
á frecuentes revocaciones de los autos en que aquéllos se 
declaran terminados por los Jueces de instrucción, para 
que se proceda á la práctica de diligencias esenciales, á 

fin de comprobar la existencia de los delitos y sus circuns- 
tancias, y determinar exactamente la responsabilidad de 
los inculpadc 

Según ya ( Echo al tratar de los S yuo DO 

observan en el modo de cumplirse los deberes del cargo 
por algunos Jueces municipales de poblaciones de escaso 
vecindario, atribiiyese á la intervención de éstos en las 
primeras diligencias del sumario, no pequeña parte de la 
escasa rapidez de la instrucción; pero, además, señalan 
aquellos funcionarios como causas determinantes de este 
defecto, en los Juzgados de los grandes centros de pobla- 
ción, el exceso de trabajo que pesa sobre los Jueces de 
instrucción y de primera in~itancia, teniendo que atendes 
por igual á la formación de las causas criminales y á la 
sustanciación y fallo de los negocios civiles, y en los de- 
más, la extensión, á veces extraordinaria, del partido ju- 
dicial, dificuitad 6 carencia de vías de comunicación fácil 
y rápida con los pueblos, y escasez de actuarios y elemen- 
tos auxiliares, entre los que echan de menos la existencia 
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:o remedio efict forma de la vigente Ley de El 
juiciamiento criminal, encaminada á simpl5car la ins- 
trucción, mediante la supresión de trámites y solemnida- 
des que juzgan innecesarios, una vez establecido como 
sistema de enjuiciar el juicio oral y piíblico. 

r r Laméntanse también algunos de la casi proscripción del 
procedimiento establecido por la Ley para los casos c 

flagrante delito, rara vez seguido por los Jueces de in 
trucción, que en Ir í a  de los casos ajustar 
ducta á las disposii le1 libro 2.0 de la Ley 1 

aiento. 
:n verdad, la ii 3s suma responde 
ialmente á la necesidad de que aquélla sea breve para 
resulte eficaz. 

'ero respecto de este extremo nada podría yo decir qi 
no fuese irn a repetición de isignadc E - 
NORIAS ant elevadas al Gc de S. 1\ DI 

Fiscales aue me han precedido en este cargo. 
I pues, he de limitarme á consignar que el de- - ¿ ' fecto paralate, siendo éste uno de los motivos que más oo- 

derosamente aconsejan la necesidad de llevar á e la 
inihediata reforma de la Ley procesal. 

'odrfa también contribuir eficazmente á corregir tales 
9 :ctos la cuidadosa inspección de los sumarios, hoy de- 
- tnte por falta de personal bastante en el Bfinisterio 

i1 para poderla ejercer de modo provechoso. 
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art. 306 de la Ley de 1 11, & fin 
de procurar la mayor rapidez posible en la instrucción de 
los sumarios, así como que r efecto 
debida perfección, establece ctuarse 

:ción directa del Fiscal del tri 
do tres maneras de r 

oonsr;ituyéndose el Fiscal por al u pur uauw UG aua a u l -  

liares al lado del Juez instructor; por testimonios en re- 
lación, suficientemente expresivos, que los Jueces deben 
remitir periódicamente y cuantas veces se los reclame el 
Fiscal de la Audiencia de que dependan; y por delegación 
en 10s Fiscales municipales. 

En las Memorias del año judicial 
panse los Fiscales de las Audiencir D obte. 
nido en el cumplimiento de tan i m ~  :i6n. 

Todos, sin excepción de ninguna orase, seuarrtn como 
el más perfecto de los indicados sistemas el de la inspec- 
ción personal, afirmando que en cuantos casos fué utili- 
zado se obtuvieron los más excelentes resultados; 
la vez se lamentan, no ya de la dscultad, sino de la casi 
imposibilidad de utilizarlo frecuentemente, por el 
ciente número de funcionarios del Ministerio fisc 
constituye la dotación de cada Audiencia. 

A1 establecerse en España el juicio oral y público como 
sistema de enjuiciar en materia penal, se constituveron 
ochenta Audiencias de lo criminal, que con las qu 
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)riales, u o r u u  uuuuingente de noventa y cinco Tri- 
ales, dotados del número con iente de funcio- 

iiniios del Ministerio fiscal. 
. cada u .quellas Audiencias estábales Lo 
:orto nú 3 Juzgados de instrucción relat te 
ximos, 1 ro el t r  

de buf 3sto á 11 
individuos del Ministerio fiscal, la inspección personal y 
directa de los sumarios era relati e fácil y frecuen- 
temente posible. 

La superior efic este medio de re 
todos los demás u01 establecidos, LU 00 vrnuiau p ~ n -  
der e instrucción, acompa? el ejerl 
cio rs por el Fiscal 6 por bordinai 
suyo, con f !s efectivas en la respectiva Audiencia, 
contaba cc eguro guta y poderoso auxiliar que le 
ofrecta la esperanza del acierto, con la garantía de que su 
trabajo había de ser oportunamente aprobado por la su- 
perioridad, mediante la necesaria conformidad del Fiscal 
que intervino en la instrucción. 

&ate, sin grandes apremios de trabajo que exigieran su 
istante residen ?1 punto en que la Audiencia es- 
!a constituida, ? ~y distante de las poblaciones ca- 
ca de judicial, podía fácilmente trasladarse ti 
ts, y de le la inspección personal de los sumarios 

mese frecuente en los primeros años de nuestra reforma 
judicial y los en todos los casos de 
la perpetracion de dellt0s de alguna gravedad 6 que por 
sus circunstancias preocupaban la opinión pública. 

Hoy, reducido el número de Audiencias á cuarenta. y 
nu i inclusión de las territoriales, la jurisdicción do 
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crecido número de Juzgados, muchos establecidos á lar- 
gas  distancia^ de la capital, y con escasas 6 difíciles vias 
de comunicación y, en algunos casos, con ( 

luta de medios rápidos y seguros de locomo 
. . 

Agréguese á esto, que el t le  bufet 
tí estrados, que pesa hoy sob 
rio fisoal, en cada Audiencia, Gn valuauarauiau~a eaLrtor- 

dinario, cual iestra el hecho ~r autorieados 
en algunos Tribunales los Abogadua rlnudles sustitutos 
para prestar servicio ente, y se coml á cómo 
ese medio de inspecci N sumarios, con iejor y 
de mayor eficacia, es usado en la práctica con limitación 
absoluta á los casos de delitos de gravedad excepcional y 
casi siempre reducido á los Juzgados establecidos en la 
capital. 

Reconociendo todos los Fiscales la excelencia de éste 
sobre los demás sistemas, abogan porque se aumente en la 
proporción necesaria el personal de cada Fiscalía para fa- 
cilitarlo y hacerle más frecuente de lo que hoy es posible. 

La inspección por medio de testimonios en relación, que 
puede suplir á la personal, sin ofrecer cierfamente todas 
sus ventajas, realizase también de un modo imperfccto, 
según se hace constar en las Memorias Q que me vengo 
rebiendo, por dos motivos que en las mismas se deter- 
minan. 

Es el primero, que no teniendo la mayoría de los Juz- 
gados nilimero suficiente de actuarios, y estando éstos muy 
recargados de trabajo por la necesidad de intervenir á la 
vez en la sustanciación de los procesos, así civiles como 
criminales, la redacción de los testimonios con la n 
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extensibn y frecuencib que puedan ser eficaces, 
itituye un recargo de las funciones encomendadas á los 
dos auxiliares, dando como resultante que tales do- 
entos sean más limita( 66n de lo 
reniente. 
S el segundo, q le la fecha de su exped la 
1ue llegan á po Fiscal de la Audienci 

curre frecuentemente un periodo de tiempo no pequeno, 
que hace muchas veces int , intervención del Minis- 
terio fiscal, por resultar tardlas y por tanto inoportunas 
las observaciones 6 reclamaciones á que pueden dar lugar; 
inconveniente aumentado por la falta material de tiempo 
que las Fhcalias tienen para dedicarse á esta clase de tra- 
bajos, sin desatender sus demás importantes deberes. 

El tercero de los medios establecidos por la Ley, la de- 
legación en los Fiscales municipales, es, á no dudarlo, el 
que mayores inconvenientes ha demostrado en la prácti- 
ca, y por tanto, es también el menos frecuentemente 
usado. 

Son los Fiscales municipales, en la mayoria de los ca. 
sos, personas que carecen del titulo de letrado, indispen- 
sable para ejercer esta importante función con el debido 
acierto. Aun adornados de aquella cualidad, son siempre 
de categoria inferior á la de los Jueces de instrucción, y . 
por esta razón, se oonsideran ellos mismos, subordinados 
de dichos Jueces, y sin autoridad bastante para ejercer di- 
rectamente las iniciativas precisas, por lo que, cuando 
son delegados para el ejercicio de tales funciones, apenas 
si aciertan 6 intervenir sin previa consulta y concretas 
instrucciones de sil jefe, de donde resulta este medio 
aun menos eficaz que el anterior, porque exige una p d ~ .  
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dida ue weiapo consiuarrtule entre 18 conaui-ca y su con- 
testación, que quita toda eficacia, por tardia y externpo 
ránea, á su intervención en los sumarios. 

Si por el principio acusatorio que rige el actus 
dimiento en materia penal, exige la Ley que la 
ción or el A 
si PO la instr 
en loa yluwsnus üuuiluaraa,  uu aa convenie~lbt: uaial n i r  

única y exclusiva iniciativa de los Jueces aquella 
es absolutamente indispensable idear el modo de que uull;a 

de aquéllos existan, con funciones propias, individuos de 
dicho Ministerio que puedan cumplir fácilmente ese de- 
ber, y que con carácter permanente ejerzan también las 
atribuciones del mismo en todos los negocios civiles en que 
su intervención es precisa por determinación expresa dt 
la Ley. 

- , Abundando en este convencimiento algunos de los se- 
fíores Fiscales, mis antecesores, llegaron en sus MEMORIAS 
á abogar por el restablecimiento de los suprimidos Pro- 
motores Fiscales, que tan señalados servicios supieron 
prestar, cuando existian, á la recta administración de 
justicia. Pero como la adopción de esta medida producirfa 
carga tal vez demasiado pesada, en la actualidad, para los 
Presupuestos generales del Estado, no es dable proponer- 
la, sino como ideal al que debiera llegarse cuando las con- 
diciones económicas del Pais lo hicieran posible. 

. Mientras tanto, ya como se propone en el articulado de 
la Ley de Presupuestos; ya aumentando, siquiera sea en 
proporción limitada, el número de auxiliares del Ministe- 
rio fiscal en las Audiencias, es lo cierto que deberfa en- 
sancharse el de funcionarios de este orden, para que el ejer. 
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,=  Desde que la Ley impuso a los r iscaies del Triounal - 
Supremo la obligación de elevar al Gobierno de S. M., á 

la terminación del año judicial, esta clase de trabajos, 
'arse que en tc hasta hoy realizados, 

e los temas tratados con mayor extensión ha sido el 
studio de la Ley de Er 
:on gran copia de do1 

criterio las dificulta( su aplicación 
mostrando en la prác edios de vence] 
concepto y alcance de b ~ ~ b  C L ~ S ~ O S ~ C ~ O ~ ~ S ,  y ( L ~ I ~ V L ~ U P J  ut: que 

adolece, por lo que puede considerarse casi agotada la 
materia. 

Asf se explica, que los Fiscales de las Audiencias ape- 
nas hagan observaciones acerca del particular, ni formu- 
len dudas dignas de detenido estudio y especial mención. 

Una sola afirmación destácase con casi unanimidad, y 
es 4 saber, la necesidad de que la vigente Ley de Enjui- 
ciamiento criminal se rnodifiquc, simplificando y abre- 
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lu praa.__ , _ necesiaad de instruir un sumario con 

as las.solemnidades legales para la comprobación de 
tos y determinados hechos, que por ser completa- 
ite aje] sus autores, sin lleg 
ipoco á s de imprudencia tem 

a volur 
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que tanto la instrucci6n de 1 

)ral y público, se acelere en 
:astigo, siguiendo de cerca á la 
produzca la conveniente ejem- 
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:ligencia punibles, ocupan por no corto espacZ- 
la atención y el trabajo de los Jueces de ir 

u lu t ,u lu~  y de los Tribunales, hasta poner término 4 ts- 
procedimientos por un auto de sobreseimiento libre, 
iado de conformidad con lo que dispone el núm. 2.0 

del art. 637 de dicha ley, y propónese como remedio el de 
que, en casos tales, los Jueces instructores, en vez de prac- 

nstrucción sumaria extensa y detenida, estuvie- 
ados para redactar un sencilIo atestado, en e1 

: se comprendiesen las manifestaciones del damnificado, 
igos presenciales y peritos en su caso, y si aparecía de 
la inexistencia de delito, se acordase su archivo, sin 

trámite que su examen por el Fiscal del Tribunal 
uuLrespondiente y con su conformidad. 

No cabe dudar que hechos tales como un incendio ca- 
sual, una muerte repentina que pericialmente se demues- 
tra no fué debida sino á causas naturales, y otros de pa- 
recida indole, podrían ser comprobados por medios. más 
rápidos y sencillos que los que ofrece nuestra vigente Ley 
procesal, descargando de trabajo la atención de los Tribu. 



ispecto 

nales, que dispondrfan de más tiempo para dedicarlo 4 la 
instrucción y resolucibn de negocios de mayor importan- 
cia y trascendencia, que se perjudican tal vez er 
bida rápida marcha por el tiempo que es indisp 
a.J;nar á los que quedan indicados 

ras dudas y observaciones se 1 4 la de- 
biUa inteligencia y observancia de la Ley, ya en la sustan- 
ciación de los sumarios, ya en la manera de articularse la 
prueba, especialmente la testifical, y casos de aplicación 
del núm. 3.0 del antedicho art. 637, que por haber sido 
tratados en precedentes Bfemorias y circulares de este 
Centro, hacen innecesario, por redundante, su ex 
resolución en el presente trabajo. 

Confesibn en el juicio oral. Q, 
No enumera nuestro Cúdigo de procedimiento criminal 

los medios de prueba de que pueden valerse las partes 
para justificar en el juicio oral sus pretensiones, y consi- 

, derando como 4 tales todos los elementos que tengan por 
objeto In demostración de la verdad, proclama en su ar- 
ticulo 741 la potestad del juzgador para apreciarlos con 
arreglo á su conciencia. .Pero como en el cap. 3.0 de su 
libro 3.0, al tratar del modo de practicar las pruebas du- 
rante el juicio oral, se ocup6 en la sección primera de la 
confesión de los procesados, cuando por la acusación se 
pida contra ellos una pena de carácter correccional; del 
examen de los testigos, en la sección segunda; del infor. 
me pericial, en la sección tercera; y de la prueba docu- 
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ntal y de la inspección ocular, en la sección cuarta; se 
SO sostener por alguno que en los juicios en que se . . .citara por la acusación la imposición de pena aflictiva, 
cabia la prueba de confesión judicial, y nada debfa 

,x.,guntarse al acusado en el acto del juicio oral. Los 
mantenedores de esta opinión llegaban á apoyarla en la 
máxima anglo-sajona, que proclamaba que el procesado 
debe tener la boca cerrada. 

En la duda de si la confesión judicial podía recibirse al 
acusado, dejó de articularse como prueba en los escritos 
de conclusiones, y en el acto del juicio se suscitaron cues- 
tiones referentes á si por la expresada omisión no debian 
hacerse preguntas á los procesados; y habiéndose utilizado 
el recurso de casación, se resolvió por el Tribunal Su- 
premo, con la sabiduría que le es peculiar, que no existe 
ninguna disposición que prohiba dirigir preguntas á los 

cesados (sentencias de 30 de Junio y 3 de Diciembre 
1883), y que las partes pueden interrogar al acusado, 

aun cuando no lo hayan solicitado como medio de prueba 
en el escrito de conclusiones (sentencia de 21 de Noviem- 
bre de 1890). 

En realidad, y dado el sistema que principalmente in- 
forma la vigente Ley de Enjuiciamiento criminal, no cabe 
estimar que las manifestaciones de los acusados sean un 
medio probatorio, y más bien han de considerarse como 
un derecho que les asiste para que se les oiga en el juicio 
y no puedan ser condenados sin tener en cuenta sus ale- 
gaciones. Y tanto es asi, que la declaración del procesado 
es hoy puramente voluntaria, como claramente se deduce 
del contexto del art. 392 de la Ley de Enjuiciamiento cri- 
minal, que no impone al que rehusa contestar á las pre- 
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3 existe 1 delito. Prueba que d 
~d del ~ U U U ~ U U  y que se ha de oontrasvar pre- 

ente con otras, no reune en 
que se la considere como á tal 

c-'n4ría invocarse también, respecto del particular, el ci- 
art. 741 de la propia Ley, que parece no concede 

,, ,,iácter técnico de prueba á la declaración del incul- 
pado, al consignar que el Tribunal, apreciando se 
conciencia las pruebas practicadas en el juicio, ls~a laou-  

nes expuestas por la acusación y la defensa, y lo mani- 
festado ~ O Y  los mismos procesados, dictará sentencia dentro 
del término 1 i la Ley; con lo cual clarame 
presa que no era como pruebas tales mani 
nes, aunque SI como elemento para que el Tribunal forme 
su convicción. 

En el sentido propio, pues, de la palabra, la Ley de Nn- 
juiciamiento criminal no acepta como medio de prueba la 
confesión 6 declaración del acusado, pero sí como elementc 
de convicción; y por ello no es necesario que se articult 
en el escrito de conclusiones para que en el acto del jui 
cio se lleve á cabo por virtud de preguntas que haga el 
Tribunal, por las que dirijan las partes 6 por la propia'vo- 
luntad y petición del procesado. 

Pero por si quedara alguna duda respecto al indicado 

inte ex. 
Festacio. . "  
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mentes á erminación de las penas; y vwi- 

jzcccaclo que sea el interrogatorio del procesado ó procesados, 
que estarán en inmediata comuni'cación con sus defenso- 
res, se pasar& 6 la prcictica de las diligencias cle pi.zcefia ad- 

 nit ti da s. Es decir, interrogatorio previo del procesado y 
manifestación de que es además de la grueba, porque des- 
pués de ha1 3 ordena que se 
pase á la pi rueba. 

Y no poc >r asf: la declaración del proce- 
sado es un£ del derecho de defensa, recono- 

m 7 por toaas las legislaciones, y que exige que nadie 
da ser condena ier oído, si es que así lo desea. 

c-,,o voluntario es para el reo el declarar, el contestar á 

las preguntas que en el sumario 6 en el juicio se le hagan; 
pero obligación es en la Sociedad, y su representante el 

j ~ z €  1 interri 
E que en 3 origen anglo-sajón ha 

prevalecido por mucho tiempo la costumbre de que al acu- 
sado nada se le podía preguntar, ni él mismo hablar; pero 
también lo es que la opinión pública y el juicio de las per- 
sonas competentes se habiapronunciado contra ella, lo que 
ha dado lugar á que el Parlamento inglbs, tan opuesto, 
como el pueblo que representa, á establecer innovaciones 
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en sus antiguas instituciones, por el bill votado defini- 
tivamente en 2 de Agosto de 1898, aprobado despues de 
gran discusión del proyecto, sobre todo, en la Cámara de 
los Comunes, y de haber sido desechados doce desde 1882 
á 1892, abrogara la antigua regla que prohibia interrogar 
á los acusados y estableciera la ley que rige desde 12 de 
Octubre del citado año 1898 en Inglaterra y Escocia, en 
virtud de la que, el acusado tiene la facultad, pero no la 
obligación de declarar, no pudiendo, sin embargo, ser ci- 
tado más que á instancia de la defensa. 

Todo lo dicho no signsca que al Ministerio fiscal y á 
las partes les este prohibido solicitar en el escrito de con- 
clusiones, la declaración de los procesados; pueden hacer- 
lo, porque la Ley no lo prohibe, y hasta es conveniente 
que lo ejecuten, y deben realizarlo para evitar entorpeci- 
mientos y que se les dispute su derecho de dirigir pregun- 
tas á los acusados, en trámite de tanta trascendencia como 
lo es el juicio oral. 

Modo de proponer la prueba de testigos para el juicio oral. 

X 

No es conforme con la naturaleza del juicio oral, que las 
partes, al proponer en los escritos de conclusiones las prue- 
bas de que intentan valerse, articulen de una manera de- 
tallada las preguntas á que deban responder los testigos 
comprendidos en las listas, por que esto seria desvirtuar 
la oralidad del procedimiento, limitando el derecho de las 
partes de interrogar á dichos testigos, en oposición con lo 
que exige la índole del vigente enjuiciamiento criminal, en 
el que tanta importancia tiene la indicada prueba. 



Pero porque esto sea asi, no cabe que se llegue al extrc- 
mo de que los Tribunales, por la manera como se articula 
la prueba testifical, no puedan, por carecer de elementos 
para ello, hacer la calificación exacta de su pertinencia 
cuando se propone por la defensa de las partes. 

Si en los escritos de conclusiones no se indican los he- 
chos acerca de los que han de ser interrogados los testi. 
gos, siquiera sea de una manera sumaria, ¿cómo han de 
cumplir los Tribunales aquel deber de modo perfecto? 

Queda esto en realidad aplazado para el momento del 
juicio, al apreciar la pertinencia de las preguntas, con la 
exposición de que entonces se declaren impertinentes y re- 
sulte ocioso el haber citado de comparecencia á testigos 
cuya declaración no deba ni pueda ser utilizada. 

Uno de mis ilustres antecesores, el Sr. Martínez del 
Campo, notó ya semejante inconveniente, y queriéndole 
poner remedio, incluyó en su circular de 11 de Febrero de 
1893, notable como todas las suyas, la disposición 9.", que 
textualmente dice: (La facultad que el art. 659 de la Ley 
de Enjuiciamiento criminal confiere á los Tribunales de 
juzgar sobre la pertinencia de las pruebas propuestas, fue- 
ra iniitil é innecesaria si no se les dieran medios de cono- 
cer. su tendencia. De este juicio no está exceptuada la 
testifical, y para facilitarle, conviene que los Fiscales indi- 
quen sumariamente, al formularla, los hechos que se 
proponen comprobar por este medio y que soliciten de los 
mismos Tribunales igual indicación de las partes, para evi- 
tar llamamientos y citaciones indebidos y perjudiciales 
prolongaciones de los juicios, así como excesiva concu- 
rrencia de testigos.» 

- Tan acertada prescripción se llevó á cumplimiento por 
6 



c lo que 
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las diñc 

el Ministerio fiscal; I fué afortunado en sua 
nes cerca de los Tr Y, pues Qstos continua] 
mitiendo que las defensas propusieran la prueba testih- 
fical en sus escritos de conclusiones, sin hacer inclicación 
de ninguna clase, y limitándose 9. presentar las listas, ex. 
presamente exigidas por la Ley; po :ultades 
señaladas han quedado subsistente 

Y por cierto que las defensas de los que tienen que asis. 
tir como acusadores 6 acusados al juicio oral, que no han 
procurado atender indicación de autoridad tan competente 
en la materia, podrán haber aprendido por lecciones de la 
experiencia que siguieron errado camino, pues muchos de 
los recursos de casación interpuestos por quebrantamiento 
de forma, fundados en el n6m. 1.0 del art. 911 de la Ley 
de Enjuiciamiento criminal, relacionado con el núm. 3.' 
del art. 746 de la misma, á que no se ha dado lugar, quizá6 
hubieran prosperado si al articularse la piueba se hubiera 
realizado haciendo una sumaría referencia de los hechos 
que se trataba de comprobar, porque de este modo la 
Sala de casación habría tenido á la vista los datos ne- 
cesarios para apreciar si las declaraciones de los testigos 
que el Tribunal o quo estimó como innecesarias, eran, por 
el contrario, precisas para la debida comprobación de los 
hechos, cosa que, por regla general, no es posible hacer 
acertadamente sin aquellos datos. 

Mas como la Ley no establece el precepto, para señalar 
á los Tribunales una regla de conducta, serfa conveniente 
que, al reformarse aquélla, se tuviera presente este par- 
ticular y se remediara, incluyéndose en el procedimiento 
criminal la oportuna prescripción. 

No seria por lo demás esta reforma, innovación sin 
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Son también ocasión abonada estos lla itos, qu 
decrttan los Tribunales, á petición de las partes, sin el de 
bido conocimiento I k, para que los 1, á quic 
nes con alguna frec se suele compri n las 1% 
tas de testigos, sale os establecimientos penitencia 
rios, interrumpienc srdadero cumplimiento de su 
condenas, recorrienuu y llegando á poblaciones 
que á sus propósitos convengan para buscar ocasiones d 
concertar planes y proyeotos, ya para realizar nuevos hc 
chos punibles, ya para llevar á cabo su evasión. 

iMBs de una vea han aprovechado los corrigenaos ra 
ocasión para ponerse de acuerdo ( cómplices, ani 
gos 6 parientes 4 los indicados í% izando la opoi 
tunidad de detenerse en las prisiones del 
unan pocas condiciones de seguridad. 

Convendrfa por ello pensar si será couvarueuba, stut 

más de lo indicado, establecer en la Ley algiin precept 
que permitiera fi los Tribunales, segiín los casos, limitar 
el niímero de testigos que se citen para los juicios orales, á 
semejanza de lo que en otros países se halla legislado. 
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,a Ley cie anjuiciamiento criminal, 4 diferencia ae 
dispone la de Enjuicia civil en 1695, n 
cede el recurso de casacion contra los autos que dicta 

tra la eje- 
iido 4 de- 

trar quc nte útil se incl n aquél 
iencion: 
)curre que en la zramitación para el cumplimiento c 

ias en materia criminal, se dictan autos por 1( 
viene a dejarse sin efecto, por causas varias, la senten- 

o término al juicio, y ( ,quéllos no caben 
recursos que el de súplica, y en su caso, el de respon- 

mar lot '8 legales 
t lugar i ;O de los 

nK- +strado tyan infringido la Ley, no puede alcan- 
que la s a se cumpla tal y como fué pronunciada. 
Is dable que esto tenga lugar más fácilmente en la eje- 
6n de las sentencias que se dictan en los procesos se- 
ios por delitos privados, tales como los de injuria, ca- 

estupro, y aun por los que tienen cierta 
Iraleza mixta, como son los de violación y rapto, en 

lales el perdón de la parte ofendida extingue 
impuesta por sentencia firme. 

En el cumplimiento de las ejecutorias recafdas en los 
indicados procesos, es frecuente que se suscite la cuestión 



de si la persona perjudicada reune las condiciones necesg 
rias para otorgar váliclamente el perdón. 

Puede suceder que un hijo, sometido á patria potestad, 
conceda el perdón á su ofensor, sin la necesaria interven- 
ción de su padre 6 madre; que una mujer casada haga lo 
mismo sin autorización de su marido; que un menor de 
edad ejercite el propio derecho sin estar representado por 
su tutor autorizado por el consejo de familia, 6 que la con- 
donación la otorgue el heredero del ofendido. 

En todos estos casos, si el auto que se dicte considera 
bastante el perdón, se resuelve que la pena quede extin- 
guida y se ponga en libertad al que fué condenado por la 
sentencia; y si el Ministerio fiscal 6 alguna de las partes en- 
tiende que la resolución en dicho sentido no es procedente, 
no pueden acudir ante el Tribunal Supremo, para que en 
recurso de casación por infracción de ley, se resuelva si 
la Sala, que semejante auto dictara, incurrió en error de 
derecho, siendo por ello procedente su anulación para que 
la ejecutoria se cumpla. 

Serfa por ello conveniente que al art. 985 de la Ley de 
Enjuiciamiento criminal se adicionase un párrafo en el que 
se expresara que contra los autos que dicten los Tribunales 
en la ejecución de las sentencias, procederá el recurso de 
casación cuando en ellos se provea en contradicción con 
lo ejecutoriado 6 dejándolos sin efecto. 

Con el establecimiento del indicado recurso, se velaria 
por la integridad de la sentencia ejecutoria y se evitayfa 
que por una resolución posterior, adoptada acaso con error 
manifiesto, se viniera á anular la efectividad de la pena, 
dejando sin efecto lo resuelto por sentencia firme. 
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~nde también decretar el cumplimiento de la Soberana 
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La materia es propia, por ello, del libro que se r 
cumplimiento de las sentencias, y en el mismo del 
gularse, establecienc los tér 
minos que quedan i i  tros quc 
los que la Ley consiaua para ia tiunmuulauiuu v rc;so~~ciÚ11 
de los articulas de previo pi ~tmiento 

Si así no se hace, los Trluunales tieneii que auupzar 
buscando analogías, procedimientos que pueden vaxiar ea 
cada ano de ellos, resultando tal vez deficientes, y no hay 
posibilidad de que contra los autos que acaso dicten, al re- 
solver las pretensiones que se formulen para el indicado 
objeto, pueda acudirse en casación, Ley no concede 
este recurso en su art. 848. 

terior al 



Cuando se trate de reformar este cuerpo legal, podrti 
ser el indicado uno de los extremos á que convendria se 
--'mdiese la reforma, evitando con ella dudas y vacila- 

les, surgidas en la aplicación del referido párrafo 2.0 dcl 
- 3. 4.0 del art. 132 del C6digo penal. 
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y juicio que emiten los I Fiscales. 

o p u l a r  

i la oca 
, * -  

No es estr sibn para tratar del Jurado como ins 
titución juriaica en su aspecto fundamental y teórico 
hízose ya en el Parlamento, y allí se discutieron y susten- 
taron las opiniones que se estimaron procedentes, después 
de lo que, y salvando cada cual su criterio, la Ley quedó 
aprobada y el Jurado establecido como organismo jurfdico 
en España. 

La misión hoy del Ministerio fiscal es más limitada, 
más modesta: se reduce, acatando lo que la Ley dispone, 
á procurar su exacto cumplimiento, á examinar y exponer 
á V. E. el modo como dicho organismo ha funcionado en 
el año judicial, y proponer las reformas que convengan 
para su posible perfeccionamiento. 

Y ciertamente que al realizar este propbsito, se habrá 
de incurrir en forzosas repeticiones, pues los Fiscales de 
las Audiencias, en las Memorias que han redactado en 
cumplimiento del cleber que la Ley les impone, vienen ha. 
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Por último, en la quinta se expone que los jur is- 
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las excusas ni recusacion opular I 
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honestidad; en los de falsedad y en los producidos por ii 
prudencia temeraria; siendo severo en los realieados co 
tra la propiedad. 

Algún Fiscal, como el de Badajoz, mal que es t 
la tendencia del Jurado á declarar la inculpabilidad t- 
ciertos casos, que pueden presentar dificultades para 
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._ _ B B ~  en ~0d08 ellus oirounstancias atenuantes 6 eximen- 
tes, aunque hb resulten p hechos que puedan de- 
terminarlas, por lo que rer con frecuencia esta 
clase de ve 

El de Lt gtrar la lenidad ue el Ju- 
rado procede en los delitos contra las personas, cita el 
hecho de que, de diez causas sometidas á la resolución de 
aquél por delitos de homicidio. en ocho fueron declarados 
inculpables los delincuent ava  también que son ab- 
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solutorios toaos 10s Veredictos en los delitos de violaciór 
tal vez por que desconocen los ji 
oendencia de semejantes atropella,. 

El de Barcelona dice, que la benignidad con 
cede el Jurado en los delitos de sangre, crece de UUIG 

nera verdaderamente aterradora, siendo ; 
cierta clase de gentes, que en las cuestj 
no deben limitarse á herir, porque enton 
tidos 4 los Tribunales de derecho, que le 
pena debida, sino que es más conveniente llegar basta J 

perpetración del homicidio, del que pueden esperar sc 
absueltos por el Tribunal del Jurado. 

Finalmente, el de Madrid, en su bien y med 
tado trabajo, se expresa del siguiente mc,,. ..~esgracii 
damente, fué muy efímera y pasajera la esperanza que a 
gunos fallos, dictados á fines del anterior año judicial, h 
cieron concebir, respecto á la institución del Jurado, por 
creerse que procedfan de que el tiempo había producido 
sus naturales frutos para la vida de la misma, y que se 
entraba en una era de adelanto, por ejercerse con rectitud 
y con justicia las elevadas funciones que la Ley le confí~ 
Lejos de adelantarse, ae pierde de día en día, puesto q~ 
antes s610 cometfan notorias injusticias en los delitos coi 
tra las personas, pero solian mostrar rigor en los que afec- 
taban á la propiedad. > 

<El retroceso es hoy evidente, puesto que ya el Jurado 
no es garantia social ni aun para los delitos de robo, ni 
tampoco para los de violación de niñas menores de doce 
años, no obstante lo que repugnan estos hechos á toda 
conciencia honrada. Se ha observado con dolorosa frecuen- 
oia durante el último año judicial, que si bien los robos 

án somc 
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no quedan impunes, se ha atenuado tanto la responsabiii- 
dad de sus autores, que muchos, sin r a~6n  alguna y sin 
que las pruebas pudieran siquiera disculparlo, han sido 
estimados como simples hurtos, y en otros se han apre- 
ciado circunetancias de atenuación que, por existir s610 
en la fanta de 
prueba algi 

Añade q absolutorios en 
causas por znte haberse de- 
mostrado plenamente la existencia del delito y la cul- 
pabilidad de los procesados, y que en los delitos contra 
1-a personas es tan considerable el número de injus- 

absoluciones dictadas, principalmente en el iiltimo 
trimestre, que evidencian que la vida de los hombres 

tien importr vale poco para bunal po- 
pul: 

1 !rvaciones del Fiscal de Cáceres son favorables 
á la ción, pues á continuación de haberse hecho car- 
go de determinados veredictos y de explicar la razón satis- 
factoria de los mismos,sienta la conclusión de que el Jurado 
es siempre severo en los delitos contra la propiedad, más 
benigno en los que se relacionan con las personas cuando 
en ellos no concurren circunstancias extraordinarias, res- 
pondiendo bien y con rectitud en el cumplimiento de sus 
deberes, cuando se trata de delitos graves; teniendo expli- 
cación satisfactoria los pocos veredictos de inculpabilidad 
pronunciados. 

El Fiscal de Valladolid se complace en hacer cons- 
tar que el Jurado, en aquella Audiencia, no ha limitado 
en el presente año su justicia á los delitos atentatoiios 
á la propiedad, sino que también la demostró en sus re- 
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soluciones a las personas. 
Y el de 2 trativo del espf- 

ritu de justicia que ha presldldo en 10s veredictos pro- 
nunciados, ] los juicios celebrados, fué declarada la 
n~~lnabilidad de los reos en 69 y la inculpabilidad sólo 

4. 

o es en ,,,,,J halagiieño el juicio que, acerca del 
o de funcionar el Jur iiten los representante 
Ministerio fiscal en sus rias; pues excepción hc 

cha de los ya nombrados de Bilbao, San Sebastián, Cáce- 
Valladolid y Zaragoza, que se complacen en apreciar 
rables resultados; el de Logroño, que afirma que los 
~dictos fueron E cal just de Hu le 

,,,d una reacción ravorable á la jusncia, los demas esti- 
man, con ligeras variantes en los términos de la apre- 
ciación, que dicho organismo no constituye una verdadera 
garantía para la recta administración de justicia, aña- 
diendo el de Gerona que, antes por el contrario, es un ver- 
dadero obstáculo de aquélla; el de Córdoba, que dado el 
estado actual de nuestra Sociedad, el Jurado debe desapa- 
recer, 6 al menos modificarse radicalmente la Ley que re- 
gula el ejercicio de sus funciones; el de Málaga, que he- 
cha excepción de aquellos crímenes horribles que con- 
mueven hondamente la Sociedad, revelan sentimientos fe- 
roces y producen grandes daños materiales, y de aquellos 
otros en que los culpables cuentan con una historia penal 
que los hace repulsivos y temibles, lleva su benignidad 
hasta un extremo perjudicial y alarmante; y el de Ma- 
drid, que en vista del lamentable resultado ofrecido por 
la institución en los juicios celebrados en la Audiencia de 
esta Corte, indica si será llegado el caso de aconsejar al 



Gobierno de S. M. que haga uso de la facultad que le 
concede la primera de las disposiciones especiales de la 
Tjay de 20 de Abril de 1888. 

1 r; meo~os propuesros para  su mejora, y cr i t ica de los mismos. L. - 

Los remedios que los Fiscales proponen para atajar los 
males observados en el funcionamiento del Jurado, pueden 
reducirse á los siguientes: 

Primero. Modificación del procedimiento establecido 
para formar las primeras listas de jurados. 

Segundo. Aumento de condiciones para el ejercicio del 
cargo. 

Tercero. Restricción del ndmero de los delitos que es- 
tán hoy sometidos á su conocimiento. 

Cuarto. Supresión 6 modificación del derecho de recu- 
sación sin causa en el acto del sorteo de los jurados para 
la constitución del Tribunal. 

Respecto del primer punto, se propone generalmente 
por los Fiscales que se dicten disposiciones que mods- 
qu6n la manera como se forman las listas de jurados; pero 
lo cierto es que si el deseo se mansesta, no se formulan 
de un modo suficientemente concreto y determinado los 
medios de llevarlo á realización, y se observa que la queja 
es por regla general más bien por no darse el debido cum- 
plimiento 4 la legislación vigente, que porque ésta adolezca 
de defectos esenciales que exijan siiradical reforma. El sis- 
tema adoptado por la Ley para la formación de las primeras 
listas, después de desarrollado por el Real Decreto de 8 de 

8 



Marzo de 1897, es dificil que pueda ser reemplazado por otro 
m8s perfecto, porque si el derecho de intervenir en la admi- 
nistración de justicia por medio del Jurado, es anexo al dr 
ciudadania, ningin documento es más apropiado para ins 
cribir en 61 á todos los aue alcanza dicho derecho que el 
padrón de jurados, I 'orma al mismo tiempo que el 
de vecinos. 

En aquél deben hacerse constar los nombres de todos 
los ciudadanos españoles que reunan las condiciones lega- 
les, y del mismo pueden tomarse los de todos aquellos á 

quienes los arts. 8.0 y 9.0 de la Ley reconocen el derecho 
de ser jurados. 

El padrón especial establecido por el art. 1.0 del Real 
Decreto citado de 8 de Marzo de 1897, es el documento 
fundamental para la extensión de las listas, y si se forma 
debidamente, no habrá motivo que impida que por las 
Juntas municipales se incluyan en las primeras listas á 
todos los que deban figurar en ellas, excluyendo única- 
mente á los que se hallen comprendidos en algunos de los 
casos enumerados en los arts. 10 y 11 de la Ley. 

Podrá decirse: es que el padrón no ee forma debida- 
mente, y en las Juntas municipales se hacen exclusiones 
indebidas. Pero para remediar y corregir estos abusos es- 
tán, no solamente los recursos que la Ley establece, sino 
las sanciones penales para todos aquellos que maliciosa- 
mente dejen de consignar sus nombres y condiciones en 
las hojas de empadronamiento, y las más graves para los 
funcionarios públicos, como lo son los individuos de las 
Juntas municipales que intencionalmente falten á su de- 
ber, dejando de incluir en las listas 4 los que corresponda, 
por constar sus nombres en las hojas del padr6n. 
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-qo es, pues, una modiiicacion de la Ley, lo menos por 
ira, lo que se necesita: lo que precisa es, que la misma 

se observe y que se exija la m8s estrecha responsabilidad 
á los que no lo hagan. 

Cierto es que la inspección presenta sus dificultades; 
uena va y con el buen deseo de que la 
apla sin eración 9, nada ni á nadie, aqué- 

l l a ~  rse y de hecho se han lo ante la 
resi de quien se ha propue d o ,  como 
ha sucedido en la circunscripcihn de la ~udiencia de 
Cuenca, cuyo Fiscal, tomando con laudable celo todas las 
disposiciones necesarias para que el resultado correspon- 
diera á su propósito, manifiesta que ha tenido la satisfac- 
ción de que en todos los 298 pueblos de la provincia, se 

lo las primeras listas depuradas de todos los que 
aptitud para el cargo. 

;o que debo, pues, hacerse, es vigilar constantemente 
,a que se dé cumplimiento á las prescripciones legales 

vigentes, y quizá con ello se logre que en las listas figuren 
todas las personas llamadas al ejercicio del cargo. Lo 
alcanzado en un punto, puebe obtenerse en los demás, 
y si realmente los medios que la Ley pone á disposi- 
ción de los Fiscales son deficientes, mucho puede el firme 
propósito para suplirlos, y esperar que con la mejora de la 
situación económica de la Nación, puedan atenderse las 
necesidades de la administración de justicia con mayor 
holgura y con beneficio para el interés piíblico. 

Si acaso, y contra lo que es de esperar, se obtiene el do- 
loroso convencimiento de que todos los esfuerzos resultan 
inútiles para lograr que las primeras listas comprendan 
á todos los que la Ley llama para intervenir como jurados 



ro que 
.6n fiel 

que las 

) sea la 
la fun- 

que la 
- - 

en la aaministración de justicia, entonces será ocasión 
de resolver si se ha de proponer á las Cortes la modifica- 
ción de la Ley en el sentido de que aquellas se formen 
por las Juntas de partido, presididas por el Juez de 
primera instancia, como por algún Fiscal se expresa. 6 
en ot permita que el indicado document< 
relaci de todos los llamados al ejercicio de 
ción de jurado. 

El exigir mayor número de cond 
vigente Ley marca para el ejercicio'del cargo, es uno de los 
remedios que también se invocan para mejorar la institu- 
ción. Pero semejante medio, 6 sea la selección para procu- 
rar que en las listas figuren los mejores por sus condicio- 
nes de capacidad, instrucción, moralidad B independencia. 
puede quizá dar lugar á que se vaya contra el p 
fundamental en que descansa el Jurado. 

Si la. intervención en la administraci6n de justicia es, 
dada la institución, un derecho y un deber del ciuda- 
dano, la Ley ha de limitarse, al regularlo, á excluir de 
su ejercicio al que no reuna las condiciones de capacidad 
6 moralidad para desempeñarlo dignamente. Si el legis- 
lador, con el laudable propósito de aquilatar las buenaf 
condiciones de los que deban formar parte del Jurado 
exige circunstancias especiales, que sólo pocos reunan, el 
derecho puede quedar limitado á escaso número de per- 
sonas, siendo en este extremo delicada una reforma que 
tiene que basarse y atender siempre á la naturaleza del 
Jurado, si es que no quiere desvirtuarse la institución y 
se mantiene el propósito de mejorar y perfeccionar su fun- 
cionamiento. 

De esto á restablecer los acompañados, instituidos por 
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10s L ' U ~ ~ O S  pales, entre otros, por el de Toleclo, con- 
firmado pc Fernando 111 el Santo en 16 de Enero de 
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22, no habría más que un paso, y ciertamente que el or- 
nismo que se constituyera no seria el Jurado, porque no 
ede darse el caisácter de tal 4 los diez asociados, y si se 
iere conjueoes, que el Rey Don Fernando dispuso que 
r ser los mejores, los más nobles y los más sabios, acom- 
ñaran al Alcalde para administrar justicia. 
Son dignas de atención las razones que alegan los Fis- 

cales, indicando la conveniencia de que se limite el n6- 
mero de delitos que la Ley, en su art. 4.0, enumera como 

1 la competencia del Tribunal del Jurado. Los delitos de 
Ica importancia y que no alarman la opinión piíblica de 

,J modo sensible, no merecen que se celebre el juicio por 
jurados para su represión, ocasionando con ello molea- 
tias á los llamados á formar el Tribunal popular, y origi- 

indo gastos de consideración para el Erario. 
Es realmente inoportuno que el Jurado entienda en he- 

chos como el que cita el Fiscal de la Audiencia de Avila, 
á que di6 lugar una tentativa de robo de unos melones, 

le fueron apreciados en una peseta veinticinco céntimos, 
que ocasionó un juicio en el que las dietas á los jurados 
!as indemnizaciones á los testigos, ascendieron á la suma 

de 1.383 pesetas. 
Acerca de tales hechos y otros, como las falsedades, que 

entrañan conceptos complejos y que no es fácil apreciar por 
sólo el juicio oral, tal vez conviniera pensar si es llegado 
el caso de proponer la reforma de la Ley, segregando di- 
chos delitos del conocimiento del Tribunal popular. 

El derecho de recusación sin causa en el acto del sorteo 
para el juicio, es una garantía de la que no se puede des* 



pojar al acusado; Qste tiene derecho á que t nal que 
le juzgue esté libre de todo prejuicio contr esto no 
puede resiiltar del simple azar del sorteo. Para que el in- 
culpado se halle exento de todo recelo, no deben ponérsele 
obstáculos á fin de que pueda excluir del Tribunal á aque- 
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Es verdad que de ( ,busar; 1 
qiie asi sea, no cabe que se le ataque, porque en si es le- 
gftim~ lmhcipio nada tiene de reprochable, y por ello 
entenucUuu que la Ley no puede negarlo en absoluto. 

Y buena prueba de ello es, que en los principales paises 
de Europa se halla establecido en forma análoga á la aue 
nuestra Ley, 
tado. 

Tal vez, y someto esta j levad0 
de V. E., podria establecer o de qu 
acto del juicio se observara abuso en las recusaciones sin 
causa y excedieran éstas de la tercera parte de los 
designados para el cuatrimestre, que las partes q u ~  ulaua- 

ran de seguir haciendo uso de la recusación, manifestaran 
los motivos de la misma, quedando al criterio de la 8ección 
de derecho el admitirlas 6 desecharlas. Algo parecido á 

este procedimiento se halla en vigor en Inglaterra. 
No es posible dejar pasar desapercibida la voz de alar- 

ma que dan los Fiscales de las Audiencias de Madrid y de 
C6rdoba. Penosa impresión producen las consideraciones 
en que se fundan; pero si se atiende á que no existen del 
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propio modo apreciadas y en igual intensidad y niimero 
en las otras Audiencias, entiende esta Fiscalía que se está 

de emplear la mayor actividad y celo para con- 
incionamiento normal de la institución del Ju- 

lituo. uuiitiaente asi, y cuando los abusos que se cometen 
en 1 ición de las listas, las deficiencias en la consti- 
tuciuu ual Tribunal popular y las que se apuntan en las 
Memorias i lres Fisc hayan procurado evitar 
agotando o  recurso^ ~ecesarios, convendria, y 
nadie como V. E. en su ilustración puede apreciar el mo- 
mento, reformar la Ley en el sentido que se deja indicado. 

de los 
uantos 

,ales se 
3 sean r 
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'_  C~nvai i ian~ia  de reformar el C6dieu panai, como medio de facilitar al  Jurado 
nentos necesarios para emitir con justicia el veredicto. 

Es indudable que el Jurado puede influir en el desen- 
volvimiento del Derecho penal para lograr que se modifi- 
que y-se ponga de acuerdo con las necesidades sentidas é 
ideas dominantes en el Pafs; y esta función no tiene otro 
medio de ejercerse 6 manifestarse que mediante las con- 
testaciones que da á las preguntas de los veredictos que se 
le someten. 

Verdad es que el Jurado, por tan limitado órgano de eu- 
presión, no puede desempeñar semejante función de una 
manera completa, porque sus veredictos de inculpabilidad 
pueden obedecer, no á que juzgue que el hecho no es 
constitutivo de delito. sino á que conceptile excesiva la 
sanción para el mismo señalada; pero sus negaciones re- 



petidas y reiteradaa Buum una materia determinada, siem- 
pre vendrán á demostrar que la opinión se pronuncia en 
el sentido de que la Ley que al caso se refiere debe ser mo- 
diflcada. 

Haciendo aplicación de esta idea á lo que ocurre en 
España con el funcionamiento de la mencionada institu- 
ciún, ,po podria deducirse una provechosa enseñanza? . 

$0 cabria explicar esa benignidad tan frecuentemente 
reiterada de los veredictos cuando á determinados delitos 
se refieren? 

Sin negar que otras causas puedan a u i r  en el anor- 
mal funcionamiento del Jurado y que á ellas deba aten- 
derse preferentemente, ¿no pudiera suceder que en ello 
tuviera parte importante lo que va resultando algo anti- 
cuado de nuestra Legislación penal, tanto en lo referente 
4 la determinación de los delitos, como en lo tocante 4 la 
penalidad, y sobre todo, á la manera como los Tribunales 
tienen que imponerla? 

Los jurados, por más que con arreglo á la Ley no se 
lea en el acto del juicio la conclusión quinta del escrito de 
acusación, en la que se consigna la pena cuya imposición 
se solicita, tienen siempre, hecho fatal observado, conoci- 
miento de aquélla, ya porque entre ellos haya alghn pe- 
rito en derecho, ya porque al que le interesa se la haga 
saber antes de celebrarse el juicio. 

Conocen, pues, la trascendencia que en el orden legal 
alcanzan sus contestaciones, y este conocimiento segura- 
mente influye en su ánimo al pronunciar el veredicto. 

Sin que pueda en manera alguna evitarse, si el Jurado 
juzga que el delito no reviste el concepto moral de tal, 6 
que la pena seiialada al mismo 6 la pedida en cada caso 



con creto es excesiva, hay que esperar que el veredicto 
, pronuncie sea de inculpabilidad. En la alternativa 

,, dar ocasión á que se imponga un castigo que juzga im- 
procedente 6 excesivo, 6 que quede el hecho en la impu- 
nidad, se decide fácilmente por el segundo extremo, ha- 
ciendo uso de lo que en la vecina Nación francesa se de- 
nominó la omnipotencia del Jurado. 

Es muy digno de llamar la atención lo ocurrido más de 
una vez, en que los jurados, por no haber tenido noticia 
de la pena seílalada al delito, despu6s de dictar veredicto 
de culpabilidad, se han lamentado de haberlo hecho al 
conocer el alcance de la sentencia pronunciada por el Tri- 
bunal de derecho. 

En Francia se observó que, mientras rigieron los pri- 
meros Códigos que dictó la Revolución, con arreglo 4 los 
que las penas se habían de aplicar de una manera fija,'ó 
en que se penaban de modo extremado y hasta cruel cier- 
tos delitos, los eeredictos de inculpabilidad fueron nume- 
rosos, así como que disminuyeron cuando la Ley penal se 
reformó en sentido más benigno, y sobre todo, desde que 
se permitió al Jurado declarar de oficio la concurrencia de 
circunstancias ati S, que 1 miga la aminora- 
ción de la pena. 

Prescindiendo de la pf~pensi6n puramente humana y 
propia de la educación religiosa que afortunadamente do- 
mina en nuestro Pafs, que inclina el ánimo del Jurado á la 
benignidad y á la clemencia, sobre todo cuando la prueba 
no resulta tan clara como fuera de desear, en lo cual no 
hace más que seguir las reglas generales de derecho en 
materia de apreciación de aqiiella, que tan admirable- 
mente expuso el Rey Sabio en la ley 12, tít. 14 de la 

9 



lbserval 
iva. 

7 .  

rada COI 

;ente L 

or impr 
e ataca1 

- 66 - 
Partida 3.a, al consignar, <que m8s santa cosa es de quitar 
al home culpado contra quien no puede fallar el juzgador 
prueba cierta 6 manifiesta, que dar iuicio contra el que es 
sin culpa, magüer fallasen por sc tlguna sospecha 
contra 61,; es lo cierto que por el 1 de los veredic- 
tos parece ( ?se una especie de protesta contra la 
Ley sustant 

E1 Jurado, aicen los Fiscales, salvo contadas excepcio- 
nes, es benigno en los delitos contra las personas que no 
revisten carácter marcado de perversidad; lo es también, 
aunque no en tan alto grado, en los de falsedad, violación 
y rapto; y sobre todo, no dec1ai.a la culpabilidad de los 
reos en el delito cometido p udencia; pero es severo, 
acaso con exceso, en los qu i á la propiedad, y tam- 
poco se muestra tolerante con los que, refiriéndose 4 las 
personas, demuestran en los culpables carácter de verda- 
dera perversión de sentimientos, como sucede con los de 
parricidio y 

iQii6 explioacion caoe dar a semejante tendencia, pres- 
cindiendo de los ca o Tribu- 
nal, sea 6 no Jurado, se han de se1 

Someto á la ilusti iión de V. E. si en ello 
podrá influir la vi$ antiva, nuestro Código 
penal. 

Data éste, en realidad, del año 1848, porque la refor- 
ma de 1850 y la más importante de 1870 no alteraron 
esencialmente aquél, sobre todo en lo referente 4 la de- 
terminación de los delitos, a1 señalamiento de la penali- 
dad y á las reglas que han de seguirse para la imposición 
de la misma. 

En dicho Código, aunque no proscrito en absoluto el 
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prudente arbitrio judicial, como ya se hará notar en otro 
sitio de esta exposición, se da escaso desarrollo al mismo 
y domina el criterio de recelo despertado por mi- 
pios que proclamó la Revolución francesa. 

. - 
Son además muchos los años transcur ara que en 

ellos las condiciones de la vida moderr i adelantos 
de las ciencias todas, no reclamen c a m b l ~ ~  ~iri~ortantes en 
una legislación, como la penal, que tan de acuerdo con 
aquéllos tiene que desarrollarse. 

No es el presente trabajo lugar adecuado para hacer un 
-detenido examen del Código penal, y por ello me limitar6 
á ligeras indicaci das á dc r que la pe- 
nalidad establecil Código gunos deli- 

s, modificada d . de las cir- 
tnstancias aten isos excesi- 

Y rtmente rigurosh. 
El  art. 303 previene, que el que fals ulos al por- 

tador, cuya emisi6n hubiera sido autorlwaus por una Ley 
del Reino, será c 1 pena de cadena temporal 
en su grado mecuv a cauelia perpetua y multa de 2.500 
á 25.000 pesetas. El  que altera a del sorteo en un 
billete de la Lotería Nacional c '1 expresado delito, 
comr, así lo tiene acertadamente declarado la Jurispruden- 
cia, y por ello, al responsable del hecho, aun apreciándole 
alguna circunstancia atenuante, se le ha de imponer, 
cuando menos, la pena de catorce años, ocho meses y un 
día de cadena temporal y además la multa corresyon- 
diente, cuando quizá no haya obtenido otro lucro que el 
de tres pesetas en que vendiese un décimo." 

El art. 314 castiga con la pena cle cadena temporal y 
multa de 500 4 5.000 pesetas al funcionario público que, 
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abusando de su oficio, cometiese falsedad en doctimento 
oficial 6 público. Entre la fulsificación de una diligencia 

.de presentación de un escrito que á nadie perjudique, y 
la de un testamento 6 escritura que pudiera causar la 
ruina de una familia, hay una inmensa diferencia, y á pe- 
sar de ello, la Ley seEala para ambos actos la misma pena 
que aun apreciando una atenuante en el primer caso, nc 
puede bajar de doce años y un día de cadena y multa. 

En la colección de sentencias del Tribunal Supremo se 
comprende una, recaida en causa procedente de una Au- 
diencia de Ultramar, que lleva la fecha de 14 de Febrero 
de 1894, y en ella se observa que la Sala, por virtud de 
recurso interpuesto por el 14inisterio fiscal, declaró comc 
constitutivo del delito de asesinato el hecho de habei 
arrojado el delincuente á una charca y producido la 
muerte á un nZo de color, hijo de una hermana, habiendo 
obrado bajo el impulso del arrebato y obcecación, que na- 
turalmente le produjo la idea de que la vida de aquel 
desgraciado nino había de ser la constante prueba de la 
deshonra de su hermana y de su cuñado, que eran blan- 
cos. Pues bien, con la concurrencia de una circunstancia 
tan caracterizada, de tanto peso en el terreno moral, el 
primer Tribunal de la Nación hubo de imponer al respon- 
sable la terrible pena de cadena perpetua, por haber con- 
currido asimismo la agravante de nocturnidad y despo- 
blado, grado medio de la que para el delito señala el ar- 
ticulo 414 del Código penal que regía en Cuba, que co- 
rresponde al 418 del de 1370. 

El delito de homicidio, desgraciadamente tan comiín en 
nuestro País, sobre todo en las comarcas meridionales, 
puede presentar una gradación extensísima en su grave- 



dad moral y legal. Desde el homicidio cometido con la cir- 
cunstancia agravante de abuso de superioridad, que le 
hace tocar los confines del asesinato, hasta el que se co- 
mete con la calificada atenuante de haber obrado el agente 
en vindicación próxima, no inmediata, de una gravfsima 
ofensa inferida en su honor de padre 6 de marido, hay 
una distancia inmensa, y para recorrerla, aplicando la 
sanción penal, no concede el Código más espacio que el 
de doce años y un día á veinte años en la pena de reclu- 
gi6n temporal. 

A1 que prestare auxilio á otro para que se suicide, hasta 
el punto de ejecutar él mismo la muerte, le castiga el ar- 
ticulo 421 con la pena de reclusión temporal, que es justa 
cuando el responsable obra por móviles de interés 6 per- 
versidad, pero que resulta desproporcionada en los casos 
que con demasiada frecuencia se lamentan, ocurridos entre 
personas unidas por el afecto, y en los que el que sobre- 
vive, que resulta el delincuente, no ha podido seguir al 
que privó de la vida, quizá porque, socorrido oportuna- 
mente, curó de las lesiones que él mismo se inñrió. 

El rapto ejecutado con la anuencia de la raptada le cas- 
tiga el Código con la pena de presidio correccional en sus 
grados mínimo y medio, 6 sea con la de seis meses y un 
día de dicha pena á cuatro años y dos meses, y calciilese 
si en este delito puede haber gradaciones que le modifi- 
quen y hasta le anulen en el terreno moral. 

La pena personal de privación de libertad para la im- 
prudencia, repugna al sentimiento público, que no mira 
bien que se encarcele al -que, no por su voluntad intencio- 
nada, sino por una desgracia 6 ligereza que quizá sea de- 
bida á lo lirnitado de sus facultades, que no le permiten 



mcia de sus actos, comete uc 
dicia, podrfa constituir delito 

y por eiiu actualmente se tiende B. señalar para los res- 
ponsables las penas de destierro 6 multa, y asf se con- 
signa como facultad discrecional de los Tribunales en el 
proyecto de Código penal de 188 el ante] 1 

de 1891. 
Si para todos estos delitos, y otros qi abiduríi 

de V. E. tendrá sin duda presentes, se n ra la pe 
lad y si iiera facultad á los Tribunales para 
iarla en pción á la naturaleza del hecho y á las 
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is para el veredicto, y recurso legal 
iubsanar sus defectos. 

Ciertamente una de las les más dificiles enco- 
mendadas á los Presidentes de los Tribunales de derecho, 
es la de formular las preguntas del veredicto con la con- 
cisión y claridad precisas para su mejor comprensiión por 
los Jueces de hecho, si bien la Ley en su cap. 10 esta- 
blece reglas que, escmpulosamente observadas, salvarfan, 
si no todas, la mayor parte de las dificultades. 

Sin dar la razón á los que encuentran la causa principal 
de algunos veredictos poco conformes con la justicia, en 
la mala redacción de las preguntas, no puede desconocerse 
que infiuye poderosamente en el resultado. 

Son repetidos los casos en que, en una sola pregunta, la 



primera, donde se ha de declarar la culpabilidad 6 incul- 
pabilidad del reo, se amontonan hechos y circunstancias 
del delito sin verdadera relación ni congruencia entre si, 
y por tanto, muy abonadas para producir confusión y du- 
das en el ánimo de los jufados, dando por resultado mu- 
chas veces una contestación que no responde fielmente á 

los fines de la justicia. 
El cumplimiento exacto del art. 72 de la Ley del Jura- 

do evitaría el mal señalado, pues claramente dispone, que 
si bien el hecho principal debe ser siempre objeto de la 
primera pregunta, podrán hacerse sobre él tantas cuantas 
fuesen necesarias, para que en las contestaciones de los ju- 
rados haya unidad de concepto y para que no se acumulen 
en una misma, términos que pueden ser contestados afirma. 
tivamente unos y negativamente otros; á pesar de lo cual, 
como queda dicho, se observa que en algunos casos se so- 
mete & la deliberación de los Jueces de hecho un veredicto 
que no se ajusta, como es debido, á lo dispuesto en el ex- 
presado art. 72. 

Pero no son solos algunos Presidentes los que paran 
poco su atención en el exacto cumplimiento de este pre- 
cepto legal, encaminado á buscar la mayor claridad y pre- 
cisi6n en la redacción de las preguntas del veredicto, sino 
que tambien las partes que intervienen en el juicio, el Mi- 
nisterio fiscal, acusadores privados y defensores, dejan 
pasar sin reclamación ni  protesta preguntas plagadas de 
los defectos que quedan señalados. 

E l  niím. 2.0 del art. 119, en relación con el 77 de la 
Ley del Jurado, establece el recurso de casación por que- 
brantamiento de forma, cuando alguna de las partes re- 
clamase contra cualquiera de las preguntas formuladas, 



por no ajustarse su redacción B los preceptos de la Ley; 
y siendo tan terminante el clel art. 72, y tan sencillo el 
medio de conseguir su perfecta observancia, constante- 
mente llegan al Tribunal Snpremo, recurridas en casa- 
ción por infracción de ley, sentencias con veredictos de- 
fectuosos por no ajustarse la redacción de las preguntas á 

los términos del repetido art. 72, dándose el caso de no ser 
posible la casación en el fondo, cuando si hubiesen las 
partes reclamado oportunamente la modificación, conforme 
4 la Ley, de las preguntas defectuosas, quizá tal petició 
hubiera sido atendida y distinto el resultado del veredic 
to, 6 caso contrario, preparado el recurso de casación por 
quebrantamiento de forma, mediante la correspondiente 
protesta, y oportunamente interpuesto, se hubiera logrado 
conseguir la anulación de la sentencia, que no pudo obte- 
nerse utilizando solamente, con notoria improcedencia, 
el recurso por inhacción de ley. 

Deberfan, pues, los individuos del 3Tinisterio fiscal 
que, en representación de éste, asisten á los juicios por ju- 
rados, preocuparse muy principalmente de que las pre- 
guntas del veredicto se formulen con arreglo á las dispo- 
siciones de la Ley, sin que en una misma se comprendan 
diversidad de hechos que, aun refiriéndose al principal, 
pueden ser objeto de distintas preguntas, facilitando de 
este modo el trabajo del Juez de hecho, que se hace más 
dificil cuando se encuentra bajo una sola interrogación 
hechos diversos, con la obligación de contestarlos conjun- 
tamente, si su conciencia los aprecia con separación y di- 
versidad. 

De esperar es que las legitimas reclamaciones en el in- 
dicado sentido sean siempre atendidas, y que por este me. 
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dio se llegue á depurar convenientemente si el Tribunal 
popular puede 6 no funcionar con perfección dentro de los 
preceptos legales que hoy le regulan, 6 por el contrari 
si se aconseja su reforma más 6 menos trascendental. 

Pero, si asi no fuese, si reclamada la modificación de u1 

Pre ior estar defectuosamente red: y no aji: 
tarse a la Ley, la petición fuera inmotiv-a~tu~nte neg 
da, deberia prepararse é interponerse el ) de casa- 
ción por quebrantamiento de forma, meC 1 cual po- 
dril isprudencia fijar el verdadero concepto del tan 
cita 72, hoy en verdad no bien comprendido y mal 
obs 1s casos 

recursc 
Liante e 

/ 4 Recusacldn sin causa de jurados por los abogados detensores. 

el abo, Se ha presentado la duc gado defensor de 
las partes, que asista al juicio, puede hacer la manifesta- 
ción de Éi  acepta 6 recusa como jurado al designado por la 
suerte; duda que se ha basado en que el 81%. 56 de la Ley, 
al establecer este derecho, menciona al procesado S proce- 
sad'os y 6 los acusadores particulares y no á. los abogados 
encargados de la defensa de los mismos. Como el caso no 
puede dar lugar á recurso de casación por quebrantamiento 
de forma, por no concederlo expresamente la Ley que re- 
gula la materia, no ha podido recaer decisión que hubiera 
resuelto la duda, si es que duda puede llamarse. 

Parece que desde el momento que la Ley de Enjuicia- 
miento criminal, en su art. 118, preceptúa que los proce- 
sados deberán ser representados por procurador y defen- 

10 



- 74 - 
didos por letrados, cuando la misma habla del proce- 
sado 6 acusador particular, para todo aquello que se re- 
fiera á su defensa en actos en que el abogado y procu- 
rador asistan 6 intervengan, éstos tienen su representa- 
ción. Asf se explica que el art. 649 de dicha Ley de En- 
juiciamiento criminal disponga que cuando se mande abrir 
el juicio oral, se comunicara la causa al Fiscal 6 al acuaa- 
dor privado; el 651, que se pasará al acusador particular; 
el 652, que se comunicará. á los procesados, y en muchas 
otras de SU8 disposiciones se emplea la misma locución, 
suponi6ndose siempre que la causa no se ha de entregar 
á las personas de los acusadores y procesados, sino á sus 
defensores, que son los que han de ejercer por aquéllos las 
gestiones que consideren convenientes para la defensa de 
los mismos. 

No tratáiidosa del examen del procesado, la voz de Bste 
la lleva su abogado defensor, y tanto es asf, que aun para 
el acto del interrogatorio quiere la Ley que esté en inme- 
diata comunicación con el mismo (art. 61 de la del Jurado). 

A1 defensor, que tendrA recibidas de su cliente las ins- 
trucciones necesarias, 6 que éste le podrá comunicar en el 
acto mismo del juicio, es al que incumbe hacer la manifes- 
tación de recusar los jurados 6 abstenerse de hacerlo. 

La denegación de este derecho debería dar lugar al re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma, si opor- 
tunamente hubiera sido preparado por medio de la corres- 
pondiente protesta, y por ello conveniente sería que se 
consignara como motivo en el art. 119 de la Ley que esta- 
bleció el juicio por jurados, ya que hoy no se halla com- 
prendido en el mismo. 



C6DIGO PENAL 

Necesidad de su reforma, 
teniendo en cuenta el prudente arbitrio judicial. 

! ' El Código penal hoy vigente, si bien era uno de los más 
i - 

perfectos cuando fué promulgado hace treinta años, fuerza 
es conocer que hoy no responde de una manera cumplida 
en varios extremos á las necesidades de actualidad. 

Adolece, pues, de defectos que hacen precisa su refor- 
ma, por consecuencia de los cuales, ni el actual, ni cual- 
quiera otro sistema de enjuiciar que pudiera sustituirle 6 
modificarle, especialmente en lo que hace relación con la 
organización y funcionamiento de los Tribunales de justi- 
cia, podrá llegar, sin la reforma del Código penal, á conse- 
guir la posible perfección. 

Insistentemente desde este sitio, y en MEMORIAS prece- 
dentes, se ha indicado la necesidad 6 conveniencia de Ile- 
var á efecto tan delicada labor, y en la esfera del Gobierno 
viene demostrándose ha largo tiempo el proposito, hasta 
hoy no logrado, de responder á esta necesidad verdadera- 
mente sentida. 

Ya en 1880, el Ministro de Gracia y Justicia, Sr. Buga- 
Ilal, presentó en el Senado un Proyecto de Código penal, 
solioitando aritorización para plantearlo. 



El Sr. Alonso Martfnez, que tan activa parte tomó du. 
rante su vida en las más trascendentales reformas del de. 
recho patrio en todos SUS órdenes, en 1882 sometió tam- 
bién al poder legislativo un proyecto de Código, que no 
llegó á ser aprobado, y que en 1886 reprodujo por medic 
de una Ley de bases, que, discutida en el Senado, no con 
siguió llegar á serlo en el Congreso. 

El actual Presidente del Consejo de Ministros, siendo 
Ministro de Gracia y Justicia en 1884, intentó asimismo 
la reforma de nuestra legislación penal, mediante un pro 
yecto de Código, sin que, como los que quedan dichos, Ile 
gara á establecerse. El Sr. Villaverde, en el año 1891, de- 
dicó su atención á la reforma del Código penal, y por 61- 
timo, el Sr. Maura presentó un proyecto de ley con el 
mismo objeto, todo lo que demuestra de un modo induda- 
ble la necesidad ya urgente de llevarla á efecto. 

La indicada reforma habrá de alcanzar seguramente 
no pequeña extensión; pero, por mi parte, en el presente 
trabajo he de limitarme á hacer algunas indicaciones re- 
ferentes á la conveniencia de que se amplíe la facultad 

r l . discrecional de los Tribunales para la aplicación de las 
penas. 

Considerando como un peligro para la libertad indivi- 
dual el arbitrio en los Jueces para la imposición de las 
penas, la Asamblea Constituyente francesa se decidió con- 
tra esta facultad discrecional que permitia al Juez, siguien- 
do sus inspiraciones personales, ser riguroso 6 indulgente 
en la aplicación de la penalidad, y por ello el Código de 
1791 estableció penas fijas, invariables, para cada delito. 

En nuestro País, también la dureza de nuestras antiguas 
leyes, dadas en tiempos en que se desconocían los verda- 



deros principios del derecho penal, que Beccaria comenz6 
á proclamar, hizo que los Tribunales prescindieran en 
muchos casos del texto de la Ley y aplicaran prudencial- 
mente la penalidacl, suavizando el rigor del derecho es- 
crito, hasta que se publicó el Código penal de 1848. 

Pero es lo cierto que en la legislación penal que se ini- 
ció á dltimos del siglo XVIII y se desarrolló en la primera 
mitad del XIX, se tendió al establecimiento de una pena- 
lidad fija para cada caso, convirtiendo al Juez en un apli- 
cador material y hasta automático de la Ley escrita, y 
prohibiéndole, por regla general, el utilizar el prudente 
arbitrio en la aplicación de la penalidad, viniéndose con 
ello 4 recaer en el extremo opuesto, tan vicioso como el 
que se proscribia, porque la Ley, como regla general, no 
puede atender á todos los casos que en la práctica se pre- 
sentan, y de aplicarse de una manera inflexible 15 igual 
en todas ocasiones y contra todas las personas, puede 
acaso dar lugar á la injusticia. 

Las modernas ideas que informan el derecho penal y 
el procesal, van desterrando la excesiva prevención de los 
revolucionarios franceses contra el sistema del prudente 
arbitrio judicial, y éste gana en la opinión ilustrada lo 
perdido, y va desapareciendo la antigua y desfavorable 
nota sobre la base de la mejor ciencia y más escrupulosa 
conciencia del Magistrado. 

No quiere esto suponer que se llegue hasta el extremo 
de creer conveniente que se establezca en España la sen- 
tencia indeterminada, dltima aspiración de los penalistas, 
y que ya se ha señalado en el proyecto de Código penal 
para una de las naciones septentrionales de Europa; no , 

llegaremos 4 proclamar la afirmación de iin distinguido 



criminalista, de que establecer una medida fija para cada 
delito, es tanto como si un médico prescribiese un trata- 
miento á un enfermo, imponiéndole el dia en que habia 
de salir del hospital, estuviera 6 no curado; y n i  siquiera 
solicitaremos que la pena pueda oscilar entre un minimum 
y un máximum, dejando á los Tribunales la facultad de 
reducirla, dentro de su duración, según el comportamiento 
del penado, por más que esta idea no seria nueva en Es- 
paña, como puede confirmarse consultando los arts. 144 y 
146 del Código penal de 1822; pero si creemos de nece- 
sidad para la realización de la justicia, que al prudente 
arbitrio judicial se le dé mayores desarrollos que los que 
hoy alcanzan en nuestra legislación penal, siquiera sean 
más limitados que los que el Código de Holanda tiene es- 
tablecidos. 

En el nuestro de 1870 no se niega el principio de la fa- 
cultad discrecional del Magistrado en la aplicación de las 
penas dentro de limites que se marcan, estableciendo 
siempre un máximum y un minimum, 6 permitiendo la va- 
riación de pena, como puede observar~e consultando los 
arts. 82 reglas 5." y 7.: 84, 86, 87, 258 párrafo 2.0,422, 
433,454, 509, 581, 620 y algiin otro; pero se necesita ma- 
yor amplitud para que pueda ejercerse tan preciada facul- 
tad en beneficio de la justicia. 

No á casos determinados ha de aplicarse el prudente 
arbitrio judicial, sino que debe establecerse como regla 
general que pueda tener aplicación siempre que el Ma- 
gistrado lo estime procedente en justicia. No hay delito 
alguno que no pueda tener distintos matices que hagan 
variar la verdadera responsabilidad del delincuente, y en 
gran ndmero de hechos cabe que la conciencia phblica y 



uzgador consideren excesiva la pena seilIalada por la 
g de una manera inflexible. Al tratar del Jurado, ya se 

ha observado qué muchos de los veredictos de inculpabi- 
lidad no obedecen quizá más que al temor de que la pena 
que se imponga se considere excesivamente dura. ¡Cuan- 
tos conflictos de conciencia habrá acaso ocasionado & los 
Jueces y Magistrados la omisión en el vigente Código 
de 1870 del art. 240 del de 1850, que facultaba á los Tri- 
bunales para rebajar la pena de uno tt dos grados, impo- 
niéndola en el que estimaran conveniente, y permitiéndo- 
les conmutar la de presidio y prisión en todos los casos de 
que trataba el capitulo que penaba la falsificación de do- 
cumentos, cuando la falsedad no ocasionara perjuicio efec- 
tivo y considerable á tercero, ni hubiere producido grave 
escándalo1 Bien puede asegurarse que en muchos casos el 
Juez habrá tenido que hacer un violento esfuerzo para im- 
poner una pena evidentemente desproporcionada á la im- 
portancia del delito, y como medio de aquietar su espfritu 
habrá acudido á la facultad que concede el párrafo 2.0 del 
art. 2.0 del Código penal, que es una tfmida manifesta- 
ción de la necesidad de establecer la facultad discrecional. 

Ha llegado á mi noticia un caso en que la pena de cua- 
renta años de cadena temporal, ya reducida á tan terrible 
duración por efecto de haberse aplicado e1 art. 89 del C6- 
digo penal, fué conmutada, á propuesta del Tribunal sen- 
tenciador, por la de seis años, no de privación de libertad, 
sino de destierro. 

1 ' r  
Es cierto que para que se conceda tan trascendental 

+facultad 4 los Jueces, es preciso que éstos se hallen ador- 
nados de las más relevantes condiciones, no solamente de 
ciencia, sino principalmente de moralidad; pero esto no 



a tan di 
ies que 

,r, salva; 
imnna h 

.emada, 
ner una 
-- 

les exce 
mpre, r 

- 80 - 
sed .fícil de alcanza s las lar P- 
cior la debiIidad hu a de co e- 
primiendo con severa mano los abusos que pudieran co- 
meterse, y estable( in sistema de ascensos que ale- 
jara la idea del favor, acaso el de rigurosa antigiiedad, lo 
cual indudablemente apartaría á los funcionarios de la ca- 
rrera judicial y fiscal de perturbadoras influencias. 

Pero aun con exposición al error, es preferible el sis- 
tema del criterio judicial dentro de límites marcados, al 

a aplicación inflexible del precepto legal, porque éste 
de dar lugar á la injusticia, ocasionando condenas de 

dureza exti que e s  un mal mucho más grave que 
el de impo 1 penalidad inferior á la merecida, ya 
que el castigo meuor cabe en lo iusto, y el excesivo cons- 
tituye una iniquidad. 

Y no es motivo para que la reIorma deje de hacerse, el 
que sea un peligro para la administración de justicia que 
se conceda á los Tribunales una facultad de tanta impor- 
tancia y trascendencia con imponer la pena dentro 
de límites de gran extensi ~ u e  afortunadamente los 
encargados de aplicar las leyes criminales en nuestro 
Pafs, reunen las condiciones de competencia y moralidad 
para realizarlo de una manera beneficiosa á los fines de 
la justicia. 

i ! 
Entre un personal tan numeroso, como lo es el de nues- 

-tras Tribunales, podrá haber, desgraciadamente, algiin in- 
dividuo que no sea digno de ostentar la investidura que se 
le ha conferido, porque hombres son, y sujetos por ello á 
las debiIidades de la naturaleza humana; pero es lo cierto 
que constituyen una verdadera excepción, como lo de- 
niue~tra el escaso número de procesos que contra dichos 
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Expongo por ello á V. E. estas breves observaciones, 
por si al realizar la reforma del C6digo penal, estimara 
conveniente atenderlas para dar mayor extensión á la fa- 
cultad pru ional del Juez en la aplicación 
de las pen 

- 
discrec 
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ilgarse hoy v i  luedand 
derogaaa nuestra vasta y complicada Leg~a~aui6n antc 
rior, teniendo presente que en este nuevo cuerpo legal a 
establecían modificaciones de trascendencia, en el estad 
civil de las personas, en el orden de la familia, e 

cesiones hereditarias, y en una palabra, en gran parte c 
las instituciones de esta tan importante le1 der~ 
cho español, no pudo dejar de conocer e ador qi; 
obra de tanta importancia, necesitaba como principal ele- 
mento, para que alcanzase el mayor grado posible de per- 
fección, el contraste de la experiencia, y la demostraci6n, 
mediante ella, de las ventajas 6 inconvenientes que pudie- 
ra ofrecer para el ejercicio de los derechos y acciones ci- 
viles. 

Consideración tan acertada determinó sin genero de 
duda las aDisposiciones adicionales*, por virtud de las 
que el Presidente del Tribunal Supremo y los de las Au- 
diencias territoriales, tienen el deber de elevar al Minis- 
tro de Gracia y Justicia, al fin de cada aiío, una Memoria, 
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en la que, refiriéndose á los negocios de que hayan cono- 
cido durante el mismo las Salas de lo civil, seiíalen las 
deficiencias y dudas que hayan encontrado en la aplica- 
ción del Código, haciendo constar detalladamente las cues- 
tiones y puntos de derecho controvertidos y los artfculos 
il omisiones de dicho cuerpo legal que han dado ocasión 
á dudas en los Tribunales; Memorias que, remitidas por 
el Ministro de Gracia y Justicia con un ejemplar de la 
Estadistica civil del mismo año á la Comisión General de 
Codificación, sirvan á ksta de base, juntamente con la ju- 
risprudencia del Tribunal Supremo, para proponer al Go- 
bierno las reformas que convenga introducir. 

Dado este precepto legal, si bien, como V. E. obser- 
vará, está previsto y determinado en el mismo Código el 
procedimiento para las reformas cuya conveniencia se 
haga sentir en la aplicación de las disposiciones que com- 
prende, toda vez que la práctica las haya puesto de ma- 
nifiesto, no impide ni se opone á la prescripción del art. 15 
de la Ley adicional á la Orgánica, que impone al Fiscal, en 
términos generales, el cleber de proponer al Gobierno, en 
su MEMORIA anual, aquellas reformas de las Leyes que la 
experiencia haya señalado como útiles y precisas para el 
mejór servicio. 

Por eso algunos de mis dignos predecesores dieron sa- : '- 
tisfacción cumplida á esta obligación, haciendo observa- 
ciones importantes sobre el consejo de familia, su manera 
de constituirse, relaciones legales entre el presidente y 
vocalee del mismo con el tutor y protutor, extensión de , 

su competencia, modo de funcionar y recursos utilizables 
contra sus decisiones. 

Nada he de añadir al presente & lo que con tanta bri. 
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tez la Fiscalia significó en 1893, 1894, 1895 y 1 R C  
sta importante materia. Creo que es institución q ~ -  

exige reglamentación detallada, si no se ,a, la del 
consejo de familia, toda vez que á 61 pr ella vigi- 
l a n ~  :ial y c( que el Ministerio fiscal ejercia 
en b de la I e los menores, y el interés y co- 
dicia uet lon parientes, uuu la desavenencia y los disgustos, 
litigios y abusos que en la práctica se observan, hacen pen- 
sar en la conveniencia de reformas que revistan procedi- 
mientos de garantía que dejen á salvo los derechos del 
huérfano que el consejo está encargado de amparar y 
defender. 

Apuntadas están en aquellas MEMORIAS de mis ilustra- 
dos predecesores, y á ellas me refiero, insistien a 
conveniencia de qu das en consideración, r n 
á efecto desde luego, pus* se atiende á necesidadun ~ U U  el 
servicio reclama, como se observa con harta frecuencia 
en los ejemplos que la práctica viene ofreciendo. 

Al lado de ellas se podrian señalar algunas, que segura- 
mente más distantes de lo que encaja en el objeto de este 
trabajo, serán sin duda apreciadas en su oportunidad, 
como referentes á puntos de omisión 6 rectificación y ar- 
monia. 

No ha transcurrido tanto tiempo que se hayan podido 
observar ni resulten grandes deficiencias que hagan pre- 
ciso reformas fundamentales en el Código civil. Además, 
y al efecto, los articulas adicionales marcan la manera de 
que se vaya atendiendo á las modificaciones y rectifica- 
ciones que su aplicación aconseje como iitiles 6 necesarias, 
conducentes todas al mayor perfeccionamiento de este 
cuerpo de derecho. 



- Pero si esto es asi, y por ello la Fiscalía se limita á in- 
sistir en las que dejó indicadas desde 1893, no sucede lo 
propio en cuanto se refiere á la relación que debe existir 
entre las disposiciones de nuestro Código y las adjetivas 
de la Ley de Enjuiciamiento civil, que debe ser objeto de 
la especial atención de V. E., dadas las condiciones en que 
la Ley sustantiva se ha colocado. 

Las innovaciones que el Código civil y el de Comercio 
introducen en la legislación anterior, para cuya aplica- 
ción se dictó la de Enjuiciamiento, tienen que responder 
necesariamente en Bata, y para lograrlo, es indispensable , 
su reforma, su verdadera adaptaci6n al derecho sustan- I 
tivo que en dichos Códigos se desenvuelve. Buen ejemplo 

);c. ofrece de esta necesidad, cuanto afecta al consejo de fami- 
lia; novedad posterior á la Ley adjetiva, cuyos capítulos 
referentes á la tutela y curatela, y otros que el más Ligero 
examen denuncia, son de urgente reforma para ponerles 
en armonía con los preceptos del Código, cuyas disposi- 
ciones sustantivas está llamada á aplicar en los proce- 
dimientos y trámites que á este fin en le  misma se des- 
arrollen. 

Sobre esta consideración, que en general aconseja la 
reforma de la Ley de Enjuiciamiento civil y en especial 

,q,( lo que se relaciona con el consejo de familia, se puede ex- 
poner á V. E. alguna más modesta, pero igualmente útil, 
referente á la conveniencia de simplificar el procedi- 
miento y evitar los abusos que se vienen observando en 
la aplicación del beneficio de pobreza; de ese recurso que 
concede la Ley al que carece de elementos pecuniarios 
para hacer efectivos sus derechos. 

'5 &a redvcción de los incidentes durante la sustanciación 



legar al 

del pleito, y muy principalmente en el periodo de ejecu- 
1 

ción de sentencia, y una prudente disminución de trhmi- 
tes en los juicios universales, podrfa, sin duda, estable. 
cerse con beneplácito de la opinión y en beneficio consi 
derable de los intereses de aquellos que tienen necesidad 
de acudir á los Tribunales, facilitando tiempo y disminu- 
yendo gastos en la función 'de administrar justicia que los 
mismos dese] 

Nuestro d procesal, que 1 lodido 1 1 
ideal de la administración de Ia justicia gratuita, otorga 
la defensa por pobre á los que se encuentran en determi- 
nadas condiciones. 

Nada más justo que dar medios de ejercitar las acciones 
civiles á las personas que carecen de recursos para poder 
soportar los no pequeños gastos que todo litigio lleva 
consigo. Pero la mala fe encuentra, en ocasiones, medio á 

propósito en ese beneficio para utilizarle de un modo in- 
moral, promoviendo pleitos enteramente temerarios á per- 
sonas pudientes, para que, atemorizadas éstas por el sacri- 
ficio pecuniario que llevan consigo, concedan transacciones, 
que son, en realidad, verdaderas expoliaciones. 

Mucho tiempo hace que la opinión viene preocupándose 
de este particular, y no pocos son los medios que se han 
ideado por los que de tan importante cuestión se ocupa- 
ron, sin que hasta el presente nada se haya legislado 
para evitar los abusos á que se presta el beneficio de po- 
breza utilizado de mala fe, y el mal se va haciendo sentir 
con mayor intensidad; siendo tal el temor que produce en 
algunas personas verse compelidas á pleitear con un de- 
mandante temerario, amparado por el beneficio de pobre- 
za, que, en ocasiones, han llegado algunos á temer menos 
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Intervención del Ministerio fiscal 

en los negocios civiles. 

iominac: 
al Fiscc 

31 Cuerpo de Abogados del Estado, en su creación dc 
ciales latrados de Hacienda pilblica, ha tenido con el 
iscurso del tiempo extraordinario desarrollo, contando 
la actualidad, entre el número extenso de sus atribucio- 
, la defensa en juicio de los derechos de la Hacienda. 
3n su consecuencia, el Ministerio fiscal, que tomó esta 

ión por tener, entre otros, el deber de represen- 
3, tiene hoy muy limitadas sus atribuciones en 

materia civil. Éstas, como es sabido, residen actualmente 
en los Fiscales de las Audiencias territoriales, que las ejer- 
cen en los Juzgado~c de primera instancia representados 
por los Fiscales municipales que tienen la cualidad de le- 
trados 6 por delegados de especial nombramiento ador- 
nados de aquel titulo, á tenor de lo dispuesto en el art. 58 
de la Ley adicional 4 la Orghnica del Poder judicial. 

Y á pesar de lo que dificulta el cumplimiento de esta 
parte de sus deberes la supresión de los Promotores fisca- 
les y el inconveniente de no existir hoy, en dichos Juzga- 
dos, funcionarios fiscales perteneoientes á esta carrera, esta 
parte de las funciones del Ministerio pilblico se viene 
llenando cumplidamente, 6 por lo menos, sin que á este 

12 



Centro haya llegado noticia de defectos ni omisiones de 
verdadera importancia. 

En los pleitos que versan sobre el estado civil de las 
personas, en que la intervención del Ministerio fiscal es 
necesaria con arreglo al art. 838, núm. 5.0, de la Ley 0r- 
gánica del Poder judicial, nótase, sin embargo, que algu- 
nas veces, en primera instancia y aun en la segunda, se 
ha omitido dicha intervención, no obstante el expreso pre- 
cepto legal antes citado y circulares de esta Fiscalía refe- 
rentes al particular. No es dable achacar la culpa de la 
omisión 4 los representantes del Ministerio público, que 
no pueden saber por modo directo la existencia de tales 
juicios, sino más bien á los Jueces y Tribunales que no les 
confieren en los mismos los debidos traslados. 

Así ha solido acontecer que en recursos de casación in- 
terpuestos por las partes contra las sentencias definitivas 
que pusieron término á algunos de dichos litigios, esta 
Fiscalia no pudo á su vez interponerlos por su parte, y se 
vi6 precisada á no combatir las sentencias, por m40 que 
no las considerara en un todo ajustadas & derecho. Y con 
el fin de poner remedio á tales descuidos, se han practi- 
cado por este Centro las oportunas gestiones, que es de 
esperar produzcan satisfactorio resultado. 

Aparte de ello, en todos los demás casos de interven- 
ción del Ministerio fiscal en los negocios civiles, el cum- 
plimiento de sus deberes en la materia, di6 en el año ac- 
tual satisfactorios resultados, llegando á este Supremo Tri- 
bunal un recurso de casación interpuesto por el Fiscal de 
la Audiencia de la Coruña; demostración la m4s evidente 
del celo que anima á los funcionarios de este orden en el 
cumplimiento de sus deberes, 



. Abogados Fiscales sustitutos. 

Los Abogados Fiscales sustitutos, con su desinteresada 
cooperación, prestan un servicio señalado á la adminis- 
tración de justicia y un auxilio tan poderoso al Ministerio 
fiscal que, bien puede asegurarse, á no contar con él, no 
podría desempeñar desahogadamente su cometido. 

En Audiencias como la de esta Corte, Barcelona y en 
casi todas las territoriales y muchas de las provinciales, se- 
gún puede observarse en el estado referente á los asuntos 
despachados por las Fiscalfas en el período de tiempo que 
aquel comprende, la labor dese mpeñada por los referidos 
funcionarios ha sido de verdadera importancia, pues han 
emitido el considerable número de 28.213 dictámenes, han 
asistido á 9.703 vistas para pedir la apertura del juicio oral 
6 el sobreseimiento, y á 5.581 juicios orales. 

Sin su auxilio, probable es que la mayor parte de di- 
chos asuntos no hubieran podido ser atendidos á su debido 
tiempo por el personal propietario, ya por vacantes, ya por 
que no le hubiera sido materialmente factible, dado el re- 
ducido número de personal asignado al Ministerio fiscal 
en cada Audiencia. 

Por tan poderoso auxilio prestado á la administración 
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de justicia la Ley no les otorga, sin embargo, más recom- 
pensa que la consignada en el art. 17 de la adicional 4 la 
Orgánica del Poder judicial, que consiste en disfrutar de 
los beneficios concedidos á los Magistrados suplentes en el 
art. 7.0 de la misma, 6 sea, el abono para derechos pa- 
sivos de la tercera parte del tiempo que tuvieran el carác- 
ter de sustitutos, 6 el mayor que realmente sirvan, y el 
considerarles como si ejerciesen la profesión de abogado 
con' pago de las primeras cuotas mientras permanezcan 
siendo sustitutos, á fin de que puedan adquirir las condi- 
oiones necesarias para ser nombrados Magistrados de Au- 
diencias provinciales y territoriales 6 funcionarios asimi- 
lados á éstos en el turno de letrados. 

En puridad, un derecho á ingresar en la carrera judi- 
cial 6 fiscal, de no fácil efectividad, en turno Limitado y con- 
currencia con otros letrados, hoy además cerrado hasta 
que desaparezca el considerable número de excedentes de 
los Tribunales de Ultramar. 

Y buena prueba de que semejante recompensa tiene mu- 
cho de ilusoiia, y de que es preciso conoeder algún alicien- 
te mayor á dichos funcionarios, que tan necesarios son, es 
que las plazas no se solicitan casi más que por principian 
tea en el ejercicio de la profesión de la abogacfa, los cua- 
les las renuncian frecuentemente, cuando han cumplido 
el tiempo preciso para estar en condiciones de obtener co- 
locación en dichas carreras 6 adquirido una regular clien- 
tela ú otro medio de vida; es decir, cuando por su práctica 
y expedición en el trabajo están en condiciones perfectas 
para ser útiles en las Fiscalías. - 

Es cierto que algunos, demostrando una afición al estu- 
dio y al trabajo digna de todo encomio, y un cariño nunca 
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bastante agradecido al instituto á que cen, no le 
abandonan; pero esta es una verdadera ex ., á que no 
todos están dispuestos ni es dable exigir 

Justo, pues, parece conceder á tales fi mios mayo- 
res derechos, y sobre todo, que sean de mas lacil realiza- 
ción. Seria altamente conveniente, no que se les equiparara 
á los letrados para poder solicitar plazas de las referidas 
carreras, sino que, transcurrido cierto nhmero de años y 
previos los informes favorables de los J-iscales á cuyas 6r- 
denes hubl rvido, se les diese colocación ur - 
no especia ~ r a  ellos se estableciera princ ite 
en cargos de la carrera fiscal. 

Con ello se crearfa un Cuerpo de aspirantes al Mlniste- 
rio phblico, adornado de conocimientos prácticos para des- 
empeñar las difíciles funciones del mismo ante los Tribu- 
nales, sin necesidad de pasar por el aprendizaje, forzoso 
para todo el que no ha tenido hábito y demostrado condi- 
ciones para intervenir en los importantes debates del jui- 
cio oral y pf~bfico 

Pr6ximas á realizarse reformas en la reorganizacibn de 
los Tribunales, muy iitíl sería para la administración de 
justicia, que en ellas se tuviera presente que el cuerpo de 
Bbdgados fiscales sustitutos es la mejor escuela prepara- 
toria para formar funcionarios competentes para ejercer 
las funciones del Ministerio phblico. 
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Ciimplido el precepto de la Ley adicional, es llegado el 

momento de que deje de molestar la atención de V. E. con 
ésta que he procurado resulte exacta exposición del es- 
tado de la administracián de justicia, en la manera y forma 
que la premura del tiempo me lo exigia, apuntando las re- 
formas que aquél aconseja. 

No ha disminuido, desgraciadamente, la criminalidad; 
pero este sensible efecto de causas muy complejas debe 
combatirse sin desaliento, siendo, en primer término, y por 
lo que á la administración de justicia afecta, resolución 
adecuada á las circunstancias, la de velar cuidadosamente 
pr el cumplimiento de las Leyes, sin perjuicio de implan- 
tar las reformas posibles, dada la situación económica del 
Pais y el trabajo realmente sobrecargado que conllevan 
por lo mismo duramente los funcionarios de la administra- 
ción de justicia. 

El examen de los datos que la estadistica proporciona, 
nos facilita esa apreciación, de tal suerte, que, dando á 

la inspección de los sumarios la importancia que requie- 
re, sin olvidar la de los Juzgados municipales, ni las re- 
formas que la observación aconseja en el Código penal, 
como en el civil y las Leyes de enjuiciamiento corres- 
pondientes, se puede ayudar y facilitar la marcha normal 
de los procedimientos, de modo que ohezcan en sus resul- 
tados el fruto de la laboriosidad, la justicia y corrección que 
abonen el acierto en los fallos de ambos órdenes, garantia 
de los ciudadanos y reflejo fiel del buen desempeño de esta 
principalisima función del Estado. 

A ello ha de contribuir la constante atención que se 
impone al funcionamiento del Jurado; institución delicada, 
que requiere el mayor esmero para su normal desenvol- 
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como se ha visto; porque solamente obtenido 

re y remediadas las deficiencias observadas en la for- 
3 las listas, resj !mpeño del cargo, 
d a  la forma p L de formuIar las 

preguntas para el veredicto, toda vrjo que se haya aten- 
dido debidamente á la identidad de los jurados, á su pre- 
sentación y cuanto se refiere á la recusación con 6 sin 
causa en los diferentes periodos en que cabe utilizarla, se 
niiede considerar v a~reciar si sus resultados son 6 no be. 

ificiosos. 
De otra suerte, no seria muy equir;ttuvo juzgarle; y hoy 
ie 8610 se trata de la aplicación de una Ley y facilitar 
L cumplimiento, procúrese asi, con el mayor rigor y buen 

dc ipleando las reformas necesarias; porque hay una 
c( que la dificultad del funcionamiento y la de do- 
mual ~ a d  resistencias que al mismo se opongan, y ésta es 
la inestabilidad, la frecuente 6 alternada variación en 
estas materias, más perturbadora y pe judicial que cuantos 
entorpecimientos haya que vencer, para obtener su sin. 
cera aplicación con las reformas que se muestren preci- 
sas en la piedra de toque de la experiencia. 

Nada más me corresponde expresar, llamando tan sólo 
la atención de V. E. sobre estos puntos, hoy que las re- 
formas meditadas y limitadas á los extremos en que se 
'-acen sentir, pero reformas al cabo, se imponen en los 

istintos ramos que abarca la administración de justicia, 
",a por razón de la materia que constituye su objeto, ya 
por la condición del personal que en ella interviene en 
general, cuya misión, importante y diffcil por todo ex- 
tremo, si por un lado demanda la exigencia más escrupu. 
losa en el cumplimiento de sus delicados deberes, de. 
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todos de este orden como ideal y preocupación constaiite 
y iInica, el corresponder hasta el sacrificio al exacto cllnl- 

plimiento de sus honrosas funciones. 

Exc: 
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INSTRUCCIONES GENERALES 

DIDA! A LO6 PISCALES DE LB8 AUDIENCIBS 

- 

En estos supremos instantes en que nuestra noble y desventu- 
rada Patria necesita más 4ue nunca del generoso esfuerzo y del 
amor de todos sus hijos para restañar las profundas heridas que 
la han causado las guerras que hubo de sostener en defensa de su 
derecho y de su honra, y en que no plugo á la fortuna otorgarnos 
el galardón de la victoria, se da el tristísimo espectáculo de que 
determinadas colectividades, obrando ya por impulso de la  propia 
voluntad, ya inducidas por inspiración ajena, levanten la bandera 
de la rebelión, negándose al pago de los tributos votados por la 
Nación en uso de su indiscutible soberanía. 

Al manifestarse esa tendencia, traducida ya casi inmediata- 
mente en actos de ostensible resistencia á los Poderes públicos en 
una de las más importantes capitales de España, aunque iinica 6 
la saz6n que tan funesto camino emprendiera, concibiú el infras- 
crito el propbsito de dirigirse á los Sres. Fiscales de las Audien- 
cias, dictando las instrucciones convenientes para atajar el mal 
desde sus comienzos, y restaurar, en su caso, por medio del ejer- 
cicio de la acci6n pública, el imperio de la ley y del derecho con- 
culcados. La suspensión de las garantías constitucionales y la 
subsiguiente declaraci6n del estado de guerra en la referida capi- 
tal aplazaron aquel propósito en la creencia de que tal estado de 
cosas tendría pronta y favorable terminación. 

No ha sucedido así; y en la previsión de que móviles interesa- 
dos pretendan hacer que el ejemplo se propague aun á costa de 
que con ello se quebranten á 13 par el interés nacional y los debe- 
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res del patriotismo, entiendo que este Centro no puede ya guardar 
silencio por más tiempo, so pena de que so autorice la sospeclia de 
que, 6 no Iiay ley aplicable, 6 los órganos encargados de pedir su 
normal aplicación son omisos en la  defensa del sagrado dep6sito 
que la  sociedad les Iia confiado. 

Que la  resistencia a l  pago de los impuestos en esa forma Ile- 
vada á cabo traspasa los limites de lo licito y cae de lleno bajo la 
sanciOn del C6digo penal, no Iiabrk ciertamente de ocultarse al  
ilustrado criterio de V. S., liabituado, como está, á amoldar á l as  
necesidades de la prkctica, por medio de una recta interpretación, 
los preceptos que el referido cuerpo legal contiene. 

Estk dedicado el tít. 3.O del libro 2.O del mismo 8. los delitos 
contra el orden público, señalándose entre ellos en primer tér- 
mino el de rebelión, el cual no se constituye tan sólo por el alza- 
miento público y en abierta hostilidad contra el Gobierno para  
conseguir cualquiera de los objetos que en los distintos números 
del art. 243 se detallan 6 definen, sino que, aun sin alzamiento 
contra el Gobierno, puede incurrirse y se incurre, sin género al- 
guno de duda, en el expresado delito, con arreglo a l  núm. l." del 
art .  248 del propio Código, cuando para conseguir alguno de los 
fines ú objetos que la  rebelión integran, se emplea la  astucia 6 
cualquier otro medio adecuado a l  efecto. 

Según el núm. 6." del art. 243 antes citado, constituye uno de 
los objetos del delito de que se  trata el usar y ejercer por si, 6 des- 
pojar á los Ministros de la  Corona de sus facultades constitucio- 
nales, 6 impedirles 6 coartarles su libre ejercicio, y como la resis- 
tencia colectiva a l  pago de los impuestos establecidos por una Ley, 
votada, como todas las  de su clase, por las Cortes del Reino y san- 
cionada por l a  Corona, no sblo arguye una desobediencia y rebel- 
día manifiesta á las  resoluciones de los Poderes públicos, sino que 
crea un obstáculo insuperable a l  libre ejercicio por el Gobierno de 
las facultades y deberes que respectivamente le otorgan é iinpo- 
nen la  Ley fundamental del Estado y las demás complementa- 
rias de ésta, relativamente á la recaudación y distribución de 
los tributos con que todos los ciudadanos Iian de contribuir, se- 
gún la  posición y medios de cada cual, a l  sostenimiento de las  
cargas públicas, es obvio que cuando á ese fin se  tiende conspi- 
rando para hacer imposible la vida del Estado, y empleando para 
ello los medios reprobables de l a  indticción, l a  confabulación y 
la  resistencia colectiva de antemano amañada y fortalecida con 
una solidaridad atentatoria á las  mks elementales nociones de 
buen orden y gobierno, no cabe negar sin mengua de la razón y 



de la  ley y aun del buen sentido, l a  existencia de un verdadero 
delito, con sus caracteres propios y perfectamente deslindados 
contra el orden público, que incumbe a l  Ministerio fiscal perse- 

ir y & 10s Tribunales, en su caso, castigar con sujeción estricta 
as  disposiciones legales de que se ha  heclio antes merito. 
Conocedor de la  ilustración, rectitud y celo que á los Sres. Fis- 

cales de las  Audiencias distingue, no dudo que las  precedentes 
consideraciones 6 instrucciones, aun sin recomendación especial, 
habrían de ser atendidas y cumplidas con la  mayor exactitud; 
pero lo excepcional de las circunstancias, el riesgo de una mayor 
perturbacibn jurídica, á l a  vez que económica, que habría de afec- 
tar á todas las clases sociales, y hasta el deseo de que aparezca- 
mos ante las  demás Naciones con el prestigio y la fuerza que á 
nuestro propio interes conviene, me obliga 9. reclanlar de mis dig- 
nos subordinados todo el concurso de su actividad y de su celo 
para el cumplimiento de la  Ley y la  defensa de la  causa pública. 

Así, pues, en el momento en que los Sres. Fiscales tengan noti- 
cia de que en sus respectivas provincias se h a  producido algún 
heclio de los que acabo de mencionar, formularán inmediatamente 
la  oportuna querella, ya contra los individuos, ya contra las  co- 
lectividades que aparezcan responsables por ejecución material 
de los expresados actos punibles, y muy especialmente por induc- 
ci6n directa á l a  comisión de los mismos, á tenor del núm. 2.O del 
art. 13 del Código penal, inspeccionando personalmente el procedi- 
-:ente, á fin de que, sin contemplación alguna, se hagan efectivas 

r responsabilidades contraídas; y de igual modo procederán con 
specto á l a  excitaciones que para ejecutar tales hechos se dirijan 

.,r medio de la prensa 6 cualquier otro genero de publicación, te- 
siendo presente a l  efecto lo que dispone el art .  582 del mencionado 
Código, y dándome cuenta, en uno y otro caso, de haberlo así veri- 
ficado. 

Madrid 17 de N< I de 1899. -SaEoalEor V¿ada.-Sr. Fiscal 
de la  Audiencia de 
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> afecto á dirigir instruc ciones d 
..-n ln 

e carácter gener 
Sres. Fiscales de las Audiencias, IJUl la confianza que sus buiiui- 

ciones de ilustración y rectitud me inspiran, y por el respeto que 6 
su independencia profeso, sólo he de apartarme de esta línea de 
conducta, cuando las necesidades del servicio público lo impon- 
gan, para unificar prácticas 6 ri una f6rmula de armonia educir á 

iaterias I cuestiones de procedimiento en n dudosas 6 no bien deslin- 
dadas. 

A esta dltima clase pertenece la que h bliga á requerir, 
aiinque por breves momentos, la  atención , no ciertamente 
para discurrir sobre un tema nuevo. sino para reiterar la  puntual 
observancia de reglas, anteriorn lente tra 

sus cargc 
...- c..-..:. 

ioy me o1 
de V. S. 

zadas, que afectan direc- 
tamente á Ia manera de ejercer 3s los Fiscales municipa- 
les en orden á cierto aspecto de sus ruii~iones. 

Esta sola indicaci6n bastará seguramente para que evoque 
V. S. el recuerdo de la Circular de este Centro de 21 de Noviembre 
de 1896, y de las consideraciones que tuve el Iionor de exponer en 
la Memoria elevada al  Gobierno de S .  M. en 15 de Septiembre últi- 
mo (páginas 19 á 28). 

Contiene la primera una reprohacibn explícita y categórica de 
los procedimientos empleados por algunos Fiscales municipales, 
singularmente por los de esta Corte, en la investigación de deter- 
minadas faltas; y se recogen y agrupan en la segunda las disposi- 
ciones que sobre dicho particular se han dictado y que han de 
cumplirse y ejecutarse, no sólo con arreglo & su letra, sino tam- 
bien, y muy principalmente, con sujeción al espíritu que las in- 
forma. 

Doy por reproducidas aquí las citas de las disposiciones legales 
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iiiuiiiailiu, y que de esta suerte resulte siempre vigilante y viva 
acción de la  Fiscalía del Tribunal Supremo. Sólo así será dat 
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mantener el equilibrio y justa ponderación en aquellos organism 
inferiores del Ministerio piiblico que, por defectos de su constilu- 

, entre los cuales no es  el menos lamentab ilidad efec- 
del vínculo de subordinación para con si iatos supe- 

..-.es, y por otras causas que no tienen tan j atendible 
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explicación, dan lugar con frecuencia 8. choques y conflictos que, 
aunque de pequeña entidad en apariencia, revisten en el fondo 
gravedad 15 importancia suma, porque afectan a l  interks de gran 

iero de personas y a l  régimen 6 que funcic 
de orden distinto tienen que amoldar sus 
:eptos para ellos de ineludible observancia. 
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Est& fuera de duc por disp xpresa del art .  838, 
núm. ?.O, de la  ley ore 1 Poder j y de los 100 y 105 de 
la  de Enjuiciamiento 1, á los Fi iunicipales compete 
promover l a  persecución y castigo de las  faltas de que tengan 
conocimiento; pero e tad y cc LI deber, por lo que 
respecta á l a  forma d ión, se h metidos á reglas de 

lencia que garantizan el respeto á otras jurisdicciones y tien- 
á impedir que á l a  sombra del ejercicio de atribuciones pro- 
del cargo, se descienda, por estímulos que la  opinión de mu- 
: califica, justa 6 iniustamente. de codiciosos. á ~esquisas  po- 
cas incompatible y elevadas 
.iones que el leg ble Minis- 

terir 
F echos y deberes c Fiscales municipa- 

les i en lo tocante & cucibn y castigo de 
faltas, está l a  facultad que á los f~,.,,,.~,,ios administrativos 
esponde, con arreglo á los arts. 74 y 76 de la  ley Municipal, 
1 corregir gubernativamente las  infracciones de policía pre- 

vistas en las  respectivas Ordenanzas, s i  bien estableciendo limi- 
taciones, como son la de no contravenir las demás leyes del país 
y de no exceder de cierta cuantía en la  imposición de las  multas. 

s con el 
islador E 

3 de las  
ida á nu 

, L 

severas 
.estro no 

De manera que lo mismo las leyes orgánica y de Enjuiciamiento, 
que la  Municipal, marean con precisión la  línea divisoria que se- 
para la jurisdicción administrativa de la judicial; pero el art. 625 
del Código penal vigente, a l  declarar que las disposiciones de su 
libro 3.O no excluyen ni limitan las atribuciones que por las  leyes 
municipales 6 cualesquiera otras especiales competan á los fun- 

14 
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cionarios de la Administración para dictar bandos de policía y 
buen gobierno y para corregir gubernativamente las faltas en los 
casos en que su repfesión les esté encomendada por las mismas 
leyes, lia heclio: creer, aun cuando sus términos no autorizan se- 
mejante creencia, que en las Ordenanzas municipales c%bíbia im- 
poner pena &transgresiones ya definidas y castigadas en el Có- 
digo. 

Sea de esto lo que fuere, cuando en las Ordenanzas aprobsdas 
por l a  Autoridad correspondiente se incide en ese error, que las de 
la villa de Madrid salvan discretamente en su art. 947, al prescri- 
bir que, si el hecho cometido fuere de los comprendidos en el Co- 
digo penal, en concepto de falta ó de delito, se abstendrá (el Al- 
calde) de todo conociniiento sobre el mismo y pasará el tanto de 
culpa a l  Juez que corresponda, liay motivo de conflicto, y por con- 
siguiente, lo hay también perenne de incertidumbre y confusión. 
El remedio para lo sucesivo lo indique a l  ocuparme en este asunto 
en la  MEMORIA última; y ese reiiiedio, a l  que he de coadyuvar por 
mi parte en lo que sea dable, dentro de la esfera en que debo mo- 
verme, es  tanto más urgente, cuanto que, de una parte, la expe- 
riencia demuestra que los esfuerzos hechos hasta ahora a l  efecto 
no han tenido toda la  eficacia que fuera de desear; y de la otra, la 
vida de las poblaciones, en lo tocante á policía urbana, ha cam- 
biado radicalmente desde 1870, en que comenzó á regir el Código 
penal. Las necesidades creadas por virtud de los adelantos reali- 
zados durante ese largo período; las múltiples relaciones que ori- 
gina el desarrollo de la industria a l  por menor; el aumento de 
casas 6 establecimientos de recreo y esparcimiento, y la mayor 
extensión de los servicios que prestan Empresas y Sociedades par- 
ticulares, demandan una vigilancia que requiere personal ade- 
cuado y medios para investigar los mil abusos que pueden come- 
terse, g de Iiecho se cometen, en fraude del interés del vecindario, 
que en vano esperarla la protección á que tiene derecho contra 
especuladores sin conciencia, si tal  protección había de obtenerla 
so10 de la  Justicia municipal, que, aunque le sobre celo, carece de 
auxiliares que, sobre todo en las grandes poblaciones, lleven su 
acción con oportunidad á todos aquellos puntos en que el afán de 
lucro explota l a  buena fe del público. 

Las consideraciones que preceden son de tal fuerza, que justifi- 
carían la  reforma de la legislación penal hopen vigor; pero mien- 
t ras  eso no ocurra, precisa que el Ministerio público se atempere á 
las reglas con que el Poder Supremo procura suplir los vacíos que 
el progreso de los tiempos va dejando en los textos, de cuya aplica- 



ción 
que I 

muc 
ralec 
cues 
por 1 
tenci 
nocii 
Supr 
cer d 
cipal 
Orde 
Dern 
Mini 
este 
. -  , 

tas  e 
que 1 
-1-1- 

está encargado el Ministerio fiscal. Por eso en la  exposicii 
?levé a l  Gobierno de S. M. en 15 de Septiembre último, insi! 
110 en que, cuando se t ra ta  de faltas contra los intereses gen 
r y régimen de las  poblaciones, hay que fijar l a  atención en d 
tiones distintas, una de ley, y otra de conducta. La de ley 

resamen 
odo expl 
Esta.do y 

.odo extremo clara: los Juzgados municipales tienen comp 
ia exclusiva, e x p  te otorgada por el Legislador y rec 
da también de m llcito y terminante por el Tribun 
emo, Consejo de 1 decisiones ministeriales, para con 
Le tales faltas, estén 6 no castigadas en las Ordenanzas muni- 
.es. La de conducta es, si cabe, más clara todavía. La Real 
n de 28 de Julio de 1897, expedida por el Ministerio de la  Go- 
ación, y reproducida por las  de la  Presidencia del Consejo de 
stros y Ministerio de Gracia y Justicia en 14 y 29 de Marzo de 
año, prescribe que corresponde solamente á las Autoridades 
inistrativas el  investigar s i  se cometen 6 no las  faltas Previ 
n las Ordenanzas, y que cuando dichas Autoridades entiendr 
as faltas cometidas se hallan penadas en el Código, lo po 

uiau en conocimiento de los Jueces munici~ales,  para que proc 
:lo á las Leyes. dan i 
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~ldes, pues, y en S ,nientes ( 
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las infracciones de los preceptos de las Ordenanzas, sin limitacii 
alguna, y también corregirlas cuando su represión les está atr 
buida; y á ellos igualmente corresponde cumplir, bajo su respo.,- 

idad, el deber que les impone el segundo párrafo del art. 947 de sabil 
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ru repres 
-"A:- a ,  

B los Te 
--a:-,.a- 
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lrdenanzas de lavilla de Madrid, de remitir a l  Juzgado respec- 
. rl tanto de culpa en el caso de que de sus investigaciones re- 

que el hecho perseguido se encuentra penado en el Código 
) delito 6 falta. Lbgica consecuencia de lo anteriormente ex- 
to, es que, tratándose de faltas previstas y castigadas en las 
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Ordenanzas, los Fisca icipales no puedan perseguirlas, ni 
los Jueces penarlas, si ~isito previo del tanto de culpa remi- 
tido por l a  Alcaldía, pul que; ase. es el espíritu v la letra de la  Real 

n de 28 de Julio de 1897 antes citac 
un cuando tal disposición no exi 1 Ministerio fiscal 

La. 
stiera, e 
, n n  A n  ni ría obligado 4 seguir l a  misma Iín,, u~nduc ta .  Antes de .  

que dicha Real Orden se publicara, ya este Centro había estable- 
cido la  doctrina que alublla consigna. Nadie niega que á los Fis- 
cales municipales pertenece promover el castigo de las  faltas com- 
prenc ;.O del Código penal ante los Juzgados de ese 
gradi lamentable, y poco decoroso para el 

iidas en 
3; pero e! 

el libro 3 
s un espe 



Ministerio público, que funcionarios que tienen la augush  repre- 
sentación de la Ley y queqisten la honrosa toga del abogado se  
consagren á oficios de policía, inquiriendo aquí y acullá las faltas 
que puedan cometerse y autorizando la  creencia de que les empuja 
en esa senda el acicate de un interks que no' es el de la  justicia. 
Nuestras funciones, desde la más modesta que ejercen los Fiscales 
municipales, hasta l a  más elevada, son de tal índole, que la  más 
ligera sospecha de inclinación torcida las empaña y desprestigia. 
A evitarlo tiende la  Circular de esta Fiscalía de 21 de Noviembre 
de 1896, y á ese fin, aunque para 61 no fuera dictada, coadyuva la 
Real Orden del 97 á que vengo refiri&ndome, y cuyo texto literal 
se reproduce á continuación, para que por ninguno de los funcio- 
narios Fiscales se pueda alegar en lo sucesivo su desconocimiento 
6 ignorancia. Sus preceptos, como emanados del Foder Ejecutivo, 
son de ineludible observancia, y, por tanto, los Fiscales municipa- 
les deberán abstenerse en absoluto de hacer investigaciones sobre 
la existencia de faltas penadas en las Ordenanzas, estando obliga- 
dos á esperar para promover su castigo á que l a  Autoridad admi- 
nistrativa remita el oportuno tanto de culpa. 

Encargo á los Sres. Fiscales de las Audiencias que den 9. cono- 
cer las antecedentes instrucciones á los Fiscales municipales de 
sus respectivas provincias por medio de su publicación en el Bole- 
fin qfieial de las mismas, y cuiden con Ia mayor exactitud de que 

h. las  cumplan sin pretexto ni excusa de ninguna clase; y si alguno 
de ellos (lo que no espera este Centro) incurriera en extralimita- 
ción acerca de este particular, procedan á exigirle l a  responsabi- 
lidad en que haya incurrido, dándome cuenta inmediatamente. 

Sírvase V. S. acusarme recibo de esta Circular y manifestarme 
haberla dado exacto y puntual cumplimiento. 

Madrid 21 de Noviembre de 1899.- salvado^ Viuda.-Sr. Fiscal 
de la Audiencia de ... 

REAL ORDEN 

dictada por el Ministerio de la Gobernación en 28 de Julio de 1897, 
publlcada en la  <Gaceta de Madrids del 6 de Agosto siguiente. 

Excmo. Sr.: El Consejo de Estado en pleno ha emitido, con fe- 
cha 12 del actual, el siguiente dictamen: 

<Excmo. Sr.: En cumplimiento de la  Real Orden comunicada 



por el Ministerio del digno cargo de V. E., este Consejo ha exami- 
nado el expediente instruido á instancia del Ayuntamiento de Ma- 
drid, en súplica de que se deslinden las atribuciones de las Autori- 
dades administrativa y judicial en lo que se refiere & la perse- 
cución y castigo de los infractores de las  Ordenanzas munici- 
pales. 

Del expediente resulta: que por conducto del Gobernador de 
Madrid se elev6 á la Superioridad en 31 de Agosto de 1896 una ins- 
tancia del Alcalde Presidente del Ayuntamiento de esta corte, en 
la que se exponla que con desiguales intervalos los Fiscales muni- 
cipales de Madrid dedican algunas horas B. recorrer los estableci- 
mientos industriales del distrito á que pertenecen, dando esto por 
resultado un gran número de denuncias contra todos los que ejer- 
cen una misma industria y por una misma falta, generalmente de 
policía urbana, dando lugar á l a  celebración de otros tantos jui- 
cios de faltas, en los que se  imponen exiguas penas por vía de co- 
rrección, siendo lo más  gravoso el pago de las  costas de tales jui- . 
cios; que tratándose de infracciones de las  Ordenanzas munici- 
pales, á las Autoridades administrativas incumbe solamente su  
conocimiento, principio que aparece vulnerado en los nunlerosos 
hechos denunciados que motivan esta instancia, puesto que los 
Jueces municipales no deben conocer más que de las  infracciones 
comprendidas en el libro 3.O del Código penal, y sólo en el caso de ' 

que el hecho esté coniprendido a l  mismo tiempo en las citadas 
Ordenanzas y en el Código penal deben seguirse procedimientos 
por las  dos Autoridades separadamente. 

Informa la  anterior instancia l a  Dirección correspondiente de 
ese Ministerio, manifestando que ya la  Fiscalía del Tribunal Supre- 
mo, en Circular de 21 de Noviembre último, se ocupó del asunto, 
haciendo prevenciones á los Fiscales municipales encaminadas á 
fijar la línea donde terminan sus atribuciones y comienzan las  de 
las  Autoridades administrativas; que aunque por ella parece re- 
suelto el problema, precisa resolver l a  reclamación del Ayunta- 
mienb, y procede, ya que se trata de queja contra invasiones del 
Poder judicial en el administrativo, se oiga el parecer del Consejo 
de Estado en pleno, por analogía con lo que dispone el párrafo 10 
del art .  45 de su Ley orgánica. 

Con toa0 detenimiento ha  estudiado el Consejo la cuestión que 
es objeto de la  consulta, ya que importa mucho que aparezcan 
siempre bien definidas las  atribuciones de la  Administración y de 
los Tribunales de ji~sticia. 

La misión de estos últimos es, fundamentalmente, l a  de juzgar 
en cada caso que se someta á su  conocimiento la  infracción come- 
tida 6 imponer la correspondiente sanción; pero no puede ni debe 
descender, como c m  acierto se recuerda en la  circular de que se  
ha Iiecho mérito, á ejercer funciones de policía, cuando es propio 



de las Adtoridades administrativas el investigar 'por sí  6 por sus 
agentes si las faltas se han realizado. 

Por eso, cualquiera que sea la naturaleza de la  infraccibn, debe 
cesar l a  acci6n investigadora en la  forma en que, según las denun- 
cias que lian motivado esta consulta, venía ejercitándose por algu- 
nos individuos dependientes de la administraci6n de justicia, y 
atribuir esta comisión á las Autoridades administrativas. 

Si éstas Iiallasen en el hecho motivos para creer que se trata de 
una falta prevista y penada en el libro 3.O del Código penal, y, por 
tanto, de la  incumbencia de 10s Jueces municipales, lopondrán en 
su conocimiento, y entonces ejercerán Bstos su funci6n de juz- 
garla. 

En conclusión, el Consejo es  de parecer: 
1.O Que corresponde solamente á las Autoridades administrati- 

vas el investigar si  se cometen 6 no las faltas penadas en las Orde- 
nanzas municipales; y 

2 . O  Que cuando entiendan que las faltas cometidas se hallan 
penadas en el Cbdigo, lo pondrSn en conocimiento de los Jueces 
municipales para que procedan con arreglo á las  leyes.^ 

Y conformándose S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre la  
Reina Regente del Reino, con el preinserto dictamen, se ha  servido 
resolver como en el mismo se propone. 

' De Real orden lo digo á V. E. para su conocimiento y efectos 
correspondientes. Dios guarde á V. E. muchos años. Madrid 28 de 
Julio de 1897.-Cos-Gaydn.-Sr. Gobernador civil de esta provincia. 



.., ,,,, ur;i.uiirriddo á esta Fiscalía el hecl,, u<j aiauiiila 

~vincias, no sólo se consigue eludir el servicio militar, sino que 
i interesados presentan certificaciones de libertad de quintas, a l  
recer falsas, que se supone son facilitadas por personas consti- 
idas en s 
lo con to . - 
Para ev 
duda a( 
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lusticia, y en 
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nales que determinan las Leyes, me considero en el deber dr ': 
:irme á todos los Sres. Fiscales, como lo realizo por medi 
ta Circular, para prevenirles l a  conveniencia de que vigilen 
pecial esmero los procedimientos que se instruyan en el territo- 
o de su jurisdicción, con motivo de los hechos referidos, no omi- 
2ndo medio legal alguno para su completo esclarecimiento y 
mdigno castigo, utilizando, contra las resoluciones judiciales 
ie no se acomoden estrictamente á las disposiciones vigentes, 
.S apelaciones y recursos que autoriza la Ley, y dando inmediata 
lenta á esta Fiscalía de la incoación de los sumarios, de los ' 

~ntos que su tram :onsiga y de cuantos incidentes SL 

o su desarrollo. 
Sírvase V. S. c ~ ~ ~ ~ u ~ l ~ t i í t r m e  el recibo de esta Circular, mani- 

festhndome al propio tiempo quedar enterado de lo que en ella se 
previene. 

Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 22 de Diciembre 
de 1899.-Salnado~ V¿ada.-Sr. Fiscal de la Audiencia de .., 
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stos en I 

diera L 
.claración a l  Ministerio de Gracia y Justicia, acerca del alcance Art. 4% d 

ue debería darse Código penal. 
en dictada por el mismo á con- 

ulta de aquella A de á l a  aplicación del Real De- 
reto de indulto de zz ae m e r o  ae id98 á un caso determinado, 
aber de un modo explícito y terminante s i  en los delitos, com< 
.iolación, muere con la  persona ofendida el derecho de perdor 
ulpable, 6 si, por el contrario, se transmite este derecho á los ne- 
ederos de aquella :ual, esta Fiscalía contestó que 
io procedía hacer las razones que se consignaron 
1 evacuar l a  cons,~., aGJ.aAaua ,,n el núm. ti2 de las  comprendi- 
as en la  MEMORIA elevada a l  Gobierno de S. M., por este Centro, 
n el año último; es decir, que teniendo en cuenta lo dispuesto en 
1 art. 463 del Código penal, en los delitos de violación no compete 
5 facultad de pero .S que á la parte ofendida, y que, muerta 
sta, cuando ya I l a  sentencia condenatoria dictada, no 
ueden 16s herederos remitir l a  pena impuesta, resultando por con- 
iguiente ineficaz cuanto traten de Iiacer é 31 ejercicio de 
na facultad que no les corresponde. 

3 de Octubre de 1899. 

Contestando es1 ia á coní rada por el Fiscal de la Oviedo, 

Audiencia deOviec s de la cc [ue debe seguir cuando ii2 de 
solicitada la  revisión del veredicto, por entender que éste e ra  de in- Ley del Jurado. 

culpabilid L culpabilidad, le sea negado di- 1 juicio Ir tando de 



cho recurso por l a  Sección de derecho, se le manifest6 que no con- 
cediendo la Ley recurso alguno contra las  resoluciones de la Sec- 
ción de derecho en este punto, el Fiscal debe ajustar su conducta 
á lo que resulte del veredicto. 

25 de Octubre de 1899. 

*, . - 
,+-- > -  X h 

Almeris. - Preparado recurso de casación por infracción de ley por el Fis- 
nrt 8 ndme cal de la Audiencia de hlmería contra sentencia dictada en causa 

ro4.", de<c6dipo 
penal. por delito de homicidio, en que el Jurado declaró la existencia de 

los tres requisitos de exención de responsabilidad criminal del nú- 
mero 4.O del art. 8.O del Código penal, fundando la preparación del 
recurso dicho Fiscal en el hecho de Iiaber declarado tambi6n el 

. . Tribunal de1 Jurado que el Iiomicidio se verilicó en la riña snste- 
nida entre el agresor y agredido, esta Fiscalia acordó no interpo- 
ner el recurso preparado, manifestando a l  Fiscal recurrente que, 
s i  bien el lieclio de cometerse un homicidio en riña mutuamente 
aceptada por ambos contendientes, excluye la a.preciación de la 
circunstancia eximente del núm. 4 . O  del art. 8.O, antes citado, del 
Código penal, porque en tal caso no puede legalmente estimarse 
que exista verdadera agresión ilegítima; cuando la  riña no reune 
los antedichos caracteres y consiste sólo en la lucha consiguiente 
á l a  agresión ilegítima y es necesaria para repelerla 6 impedirla, 
no puede en buenos principios de derecho obstar A l a  existencia y 
apreciacihn de la propia defensa. 

15 de Noviembre de 1899. 

cuenca Consiilt6 el Fiscal de la Audiencia de Cuenca si tenía faculta- 
- 

Arts, 'i46 des para imponer una multa, como corrección disciplinaria, á los 
laeY Orai- Fiscales municipales que no secundaran sus instrucciones, apli- nicn del Poder 

juiicid. cando por analogía lo establecido respecto de los Jueces municipa- 
les, en e1 párrafo 6.O del art. 16 de la Ley adicional á la Orghnica 
del Poder judicial, en armonía con los 850 a l  854, y 734, núm. 4.O, 
de la Orgánica, y en cuanto á, 1% especie 6 clase de corrección, a l  
740 de esta última. 

Esta Fiscalía contest6 que no procede la imposici6n de multa, 
como correcci6n disciplinaria, á los Fiscales municipales, en el 



caso'de que &tos no cumplan 6 demoren el cumplimiento de las  -, 

instrucciones que se les comuniquen por sus superiores jerárqui- 
cos, porque esta sanción no está expresamente establecida en la  
Ley, y'por tanto, que en tales casos debe reiterárseles l a  orden con 
conminación de pedir su procesamiento, y si á pesar de ello no 
cumplieren, deducir querella por los delitos de desobediencia 6 de- 
negación de auxilio, según los casos, á fln de que el castigo sirva 
de ejemplo á los demás. 

20 de Diciembre de 1899. 

A consulta del ~ i i c a l  de la  Audiencia de Oviedo, presentando la  Oviedo' - 
duda de si los Jueces de instrucci6n deben 6 no informar, respecto ,,&~'O;O,',; 
de actos verificados en el ejercicio de las  funciones propias del toridades de die- 

tinta jurisdic. cargo que desempeñan, ppr requerimiento de Autoridades de juris- 
dicci6n distinta de la  ordinaria, se le manifest6 que dichos Jueces 
deben abstenerse de emitir los informes reclamados, Iiaciendo pre- 
sente por medio de atenta comunicación dirigida á l a  Autoridad 
requirente, que tratándose de actos realizados en el ejercicio de 
sus funciones, sólo pueden informar respecto de ellos á sus supe- 
riores en el orden jerárquico. 

9 de Eneto de 1900. . .- 
8 * * 

Con motivo de una solicitud presentada por uno de los reclusos L*rid&. - 
en l a s  cárceles de aquella capital pidiendo que se le aplicaran los Real d e c r e t o  

de indulto da 25 beneficios del Real Decreto de indulto de 25 de Enero último, pre- < nero 15100. 
guntó el Fiscal que clase de delitos eran los comprendidos en las  ' 
secciones ka y 3." del cap. 2 . O ,  tít. 3.O, libro 2." del C6digo á l as  que 
se refería el Real Decreto citado, cuya duda fue resuelta a l  con- 
testar que su único fundamento estaba en un error material de 
imprenta de que adolecía la soberana disposición antes mencio- 
nada, consistente en liaber citado el tft. 3.O, libro 2 . O  de1 Código 
penal, en lugar del tít. 2.O, y que por consiguiente no procedia la 
aplicación de la gracia delindulto a l  recluso que la  solicitaba, con- 
denado por delito comprendido en el núm. 1.O del art. 266 del ex- 
presado cuerpo legal. 

7 de Febrero de 1900. 



.> 
,' 

Barcalona. Al desistir esta Fiscalía del recurso de casacibn por infracci6n ' 
Art. G2 do dea de ley prenarado por el Fiscal municipal del distrito de la  Lonja, 

Ley de Enjuicia- 
uiientocriminal. de Barcelona, se  manifestó a l  Fiscal de l a  Audiencia, para que se 

sirviera ponerlo en conocimiento del recurrente, que habiéndose 
omitido en la sentencia y en el escrito de preparacibn del recurso 

, l a  debida referencia de los Iiechos que motivaron la  denuncia for- 
malizada por aquel funcionario, bajo el concepto de constituir l a  
falta prevista y castigada en el núm. 2.O del art. 586 del Código pe- 
nal, y no habiéndose subsanado la  referida omisión ni pedido en 
tiempo oportuno la  necesaria aclaración del fallo recurrido, esta 
Fiscalía se vi6 en la necesidad imprescindible de acordar el desis- 
timiento por carecer de los elementos de juicio necesarios para 
poder apreciar la verdadera !naturaleza de los hechos justiciables 
y no serle dable juzgar, por lo tanto, respecto de la procedencia 
del recurso, por lo cual se hace necesario que dichos funcionarios 
cuiden especialniente de que en los resultandos de las  sentencias 
que se dicten en los juicios de faltas, se haga expresión suficiente 
del hecho origen del juicio, en todo caso, y especialmente cuando 
se haya realizado exhibiendo estampas 6 grabados, de los que se 
deber& acompañar un ejemplar con la sentencia, insertándose li- 
teralmente el suelto ó artículo en el que se suponga cometida la  
falta, 6 á lo menos la  parte esencial del mismo, cuando aquélla 
hubiese sido perpetrada por medio de la imprenta, utilizando, en 
su caso, el recurso de aclaración, puesto que el de quebranta- 
miento de forma no lo establece la  Ley contra las  sentencias dic- 
tadas en juicios de faltas. 

12 de Abril de 1900. 

r * 
* * 

sevilla. Contestando esta Fiscalía una consulta elevada por el Fiscal - 
r.itaei6ndelos municipal de Montellano, referente á determinar en qué forma de- 

indiviauoede la bian ser citados de comparecencia los iridividuos de la Guardia Guardia e i v i l  
i ~ n i e o ? w r e c e ~  ~ i ~ i l  cuando hubiesen de declarar como testigos en los juicios de 
en jiiieio. 

faltas, se le manifestó que en todo caso las citaciones se deben ve- 
rificar por conducto de los Gobernadores militares de las provin- 
cias correspondientes, á fin de que dichas Autoridades puedan 
adoptar las medidas necesarias para que la  comparecencia se ve- 
rifique sin perjuicio del servicio que á su cargo tienen los indivi- 
duos de aquel Instituto. 

18 de Abril de 1900. 



Terminaaa por sentencia absolutoria una causa seguida ante Cuenca. 

la Audiencia de Cuenca por delito de Iiomicidio, fundada la  abso- L&;e&$ecil,a 
lución en la  inocencia de los procesados, consulta el Fiscal en que mientocriminai. 

forma debe procederse, por resultar cargos, con posterioridad á F 

l a  sentencia, contra persona distinta de las  que fueron compren- 
didas en el proceso, s i  instruyendo un nuevo sumario, 6 pidiendo 
la  ampliación del que sirvió de base a l  juicio oral en que se dictú 
la  sentencia absolutoria. 

Esta Fiscalía, teniendo presente que la absolución de los proce- 
sados no se fundaba en la  inexistencia del delito, y si sólo en no 
haberse comet,ido por ellos, resolvió la  consulta en el sentido de 
que procedía solicitar l a  ampliación del sumario ya  instruido, 
toda vez que en 61 estaban reunidos los principales elementos de 
juicio, y además, de este modo se  daba debido cumplimiento a l  ar- 
tículo 300 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, que previene que 
cada delito de que conozca la Autoridad judicial será objeto de un 
sumario. 
7' 22 de Junio de 1900. 

E1 Fiscal de la  Audiencia de Zaragoza expuso á este Centro s i  zaragoza, - los Registradores de la propiedad estaban 6 no obligados á acep- .,,, , da 
t a r  l a  representación del Ministerio público en los Juzgados de pri- ~o;J&F;ic!~~ 
mera instancia en que no haya abogados en quienes pueda recaer Poder judicial. 

l a  delegación, y no tenga esta cualidad el Fiscal municipal, toda 
vez que un determinado Registrador se negaba á aceptar l a  dele- 
gacibn, por considerarla incompatible con su cargo; y por esta 
Fiscalía se  contestó dicha consulta, manifestando, que en todo 
tiempo se han considerado compatibles las funciones del Ministe- 
rio público con las  de los Registradores de la propiedad, citando 
en apoyo de esta opinión la  Real Orden de 15 de Marzo de 1878, que 
dispuso que aquellos funcionarios suplieran 9. los Promotores Fis- 
cales en sus funciones; el art. 264 del Reglamento para l a  ejecu- 
cución de la  Ley Hipotecaria, que previno que dichos Promotores 
6 sus sustitutos se encargaran de los Registros en los casos de va- 
cante 6 suspensión del Registrador; la Real Orden de 23 de Junio 
de 1881, que extendió el precepto á los casos en que el Registrador 
no debiera entender por incompatibilidad en las inscripciones, y la 
de 20 de Febrero de 1883, que teniendo en cuenta que por l a  nueva 
organización de Tribunales, establecida por la Ley adicional á la 



brghnica del Poder judicial, habla sido'suprimida la clase de Pro- 
motores Fiscales, orden6 que sustituyeran B los Registradores los 
Fiscales municipales letrados, por 10 que esta Fiscalla entiende 
que el Registrador de la propiedad viene obligado á aceptar el 
cargo de representante del Ministerio fiscal en su partido judicial, 
y procedia, por tanto, se le hiciese el oportuno requerimiento al 
efecto, así como que en el caso de insistir en su negativa, se hiciera 
constar en acta, procediendo despuOs con arreglo B derecho. 

14 de Julio de 1900. 
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FE DE ERRATAS 
- 

te1 

cic 

En la p4g. 36, linea 19, donde dice <una instrucción sumaria ex- 
' nea,, debe decir: cuna instrucción sumaria1 extensa,. 

En la p4g. 36, lineas 7 y 8, después del epígrnfe Confesión en el jui- 
3 oral, donde dice ucap. 3.O de su libro B.O,, debe decir: ccap. 3.O, tí- 

tulo 3.O de su libro 3.Oa. 

En la p4g. 46, linea 26, donde dice 46 dejfrndolos Bin efectos, debe 
decir: ( 6  dejándolo ein efecto,. 

En la pág. 69, linea 22, donde dice upreeidio,, debe decir: uprisi6ns. 

En 1s. p4g. 78, líneas 12 y 13, donde dice cque los que hoy alcanzans, 
debe decir: <que los que hoy alcanzas. 


